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1. Introducción 
El año de 1994 fue un año importante en la historia de México: el presidente 

Carlos Salinas de Gortari, después del escándalo del fraude electoral en el que 

estuvo involucrado, firmó el Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos y 

Canadá, creando una expectativa positiva para la inserción de México en la 

economía internacional. A finales de su sexenio, el ambiente político mexicano 

sufrió un gran golpe con el asesinato del candidato a presidente Luis Donaldo 

Colosio, creando una crisis política en el país. Ese mismo año, estalló en Chiapas 

la rebelión Zapatista bajo el liderazgo del Subcomandante Marcos. 

El Ejército Zapatista de Liberación Nacional - o E Z L N - comenzó como un grupo 

revolucionario tomando varias ciudades de Chiapas. Sin embargo, después de 

que el gobierno terminara con el alzamiento en armas, el E Z L N cambió su táctica 

y se convirtió en un grupo político-militar que buscaba el reconocimiento de los 

grupos indígenas de México y una democracia más justa y equitativa para todos 

los mexicanos. 

El grupo buscaba mejorar las condiciones de vida de los grupos indígenas que 

eran marginados por el gobierno. La discriminación hacia las personas de 

descendencia indígena ha estado presente desde la época colonial, lo que ha 

logrado crear un colonialismo interno que llevo a marginar tanto en lo social como 

en lo político y económico de las comunidades indígenas. 

Esta marginación de los grupos indígenas de México ha llevado a la desafección 

política y los ha convertido en objetos políticos. Para que una democracia funcione 

y esté consolidada es necesario que los ciudadanos participen activamente por 

medio de la sociedad civil. El E Z L N , por medio de la autonomía, buscaba crear 

una identidad nacional para los grupos. El régimen de autonomía tiene como 

objetivo la integración política del Estado-Nación basándose en la coordinación de 

los grupos involucrados, empezando o apoyando la consolidación democrática; 
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Por ello, el movimiento zapatista se ha convertido en una parte importante de la 

historia de México y ha influido en la vida política mexicana. E s importante, 

entender por qué se dan este tipo de movimientos, ya que las acciones de los 

grupos minoritarios vienen de sufrimientos y discriminación, y buscan una mejor 

vida. El E Z L N se ha vuelto parte de la historia mexicana, y es importante entender 

su evolución de militar hacia un grupo político-militar, sobre todo sus efectos en la 

política e historia mexicana. 

La consolidación democrática es un proceso que toda democracia debe sufrir para 

tener un régimen estable que tenga reglas que sean seguidas por todos. Por lo 

que es importante entender la dinámica del mismo, y para poder hacerlo se 

necesita entender las acciones, actores y resultados que son intrínsecos al 

proceso y a la democracia misma. El movimiento zapatista se volvió importante en 

el proceso de consolidación democrática de México por muchas razones, 

empezando por la revitalización del proceso que llevaba estancado muchos años. 
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2. Objetivos y Preguntas de Investigación 
Objetivo general 

Analizar los aportes del movimiento zapatista al proceso de consolidación 

democrático de México. 

Objetivos específicos 

1. Poder distinguir al movimiento zapatista como un movimiento en busca de 

la autonomía y no como un movimiento separatista. 

2. Obtener un mejor entendimiento del EZLN como un movimiento autónomo y 

su transición de grupo militar a movimiento social y político. 

3. Entender que es la consolidación democrática y como ayudó el E Z L N en el 

proceso. 

Preguntas de investigación 

P H . ¿Cuáles son las características que hacen de los Zapatistas un movimiento 

en busca de autonomía? 

PI2 ¿Cuáles son las ideas centrales del Zapatismo? ¿Cómo y por qué surgió? 

¿Cuáles de esas ideas se vinculan con el proceso de consolidación? 

PI3 ¿Ha tenido efecto la presión del grupo político-militar E Z L N desde sus inicios 

en 1994 hasta el día de hoy en la agenda política nacional? ¿Reformas 

constitucionales? 

PI4 ¿Cuáles fueron los efectos del movimiento zapatista? ¿Qué aportó las 

reformas constitucionales en materia de derechos indígenas? 
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3. Marco Teórico 
El marginalismo es definido como "la forma de estar al margen del desarrollo del 

país, el no participar en el desarrollo económico, social y cultural" (González 

Casanova, 1975; 89). Por otro lado, la sociedad dual o plural, la heterogeneidad 

cultural, económica y política, divide al país en dos o más mundos que tienen 

características diferentes, están ligados entre sí, y que por otro lado se ligan con el 

colonialismo interno (González Casanova, 1975; 89). 

El colonialismo interno se entiende como el dominio y/o explotación de unos 

grupos culturales por otros. Aparece dentro de la nación en la medida en que haya 

una heterogeneidad étnica, en que los grupos minoritarios se ligan con la clase 

dominante y estos con los grupos dominados. Es una herencia del pasado, en 

donde la sociedad plural y el colonialismo interno subsisten hoy en México bajo 

nuevas formas, y no obstante tantos años de revolución, reformas, 

industrialización y desarrollo han logrado erradicarlo (González Casanova, 1975; 

89). 

El país está dividido en diferentes sociedades o clases, durante la colonia existían 

castas, pero ahora existen clases sociales muy marcadas. Años de discriminación 

y colonialismo interno han causado el problema indígena de México. Las 

comunidades indígenas son las colonias internas del país; tienen las 

características de la sociedad colonizada. En estas partes existe el perjurio, la 

discriminación, explotación, las formas dictatoriales, el alineamiento de una 

población dominante con una raza y cultura, en donde existen la "Metrópoli" y la 

periferia (González Casanova, 1975; 104 - 105). 

Es importante entender que la marginación política viene de la mano de la 

marginación social y económica, y los marginados se han convertido en objetos de 

la política, en lugar de ser sujetos y poder incurrir en información, en la conciencia, 
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la organización y la acción que les permitiría ser parte de la vida política del país 

(González Casanova, 1975; 108). 

Esta marginación se puede ver en muchas partes de América Latina, y han estado 

presentes por décadas causando importantes para las comunidades indígenas, 

logrando iniciar movimientos sociales por toda la región. Desde que inició la lucha 

por el reconocimiento constitucional sobre los derechos históricos de los pueblos 

indios en América Latina, se ha producido una intensa confrontación ideológica, 

política e, incluso, militar, que manifiesta la vigencia del carácter conflictivo de la 

relación entre etnias y el Estado-Nación (Castellanos y López, 1997; 145). 

Así pues, grupos indígenas por toda Latinoamérica se han levantado en busca de 

reconocimiento empezando una lucha que sigue vigente. En Panamá se dio el 

movimiento de los Kuna en 1925, que precedería al reconocimiento y la 

delimitación de su territorio y a la instauración de una administración propia. En 

Nicaragua, el establecimiento de un régimen de autonomía en las regiones norte y 

sur de la Costa Caribe fue posible, gracias a una revolución social y de un 

encuentro de visiones etnocéntricas debatidas y de conflictos armados 

(Castellanos y López, 1997; 145). 

Otro ejemplo es Brasil, en donde a finales de los ochenta, la lucha de los indios 

por sus derechos no estuvo exenta de arduas negociaciones; sin embargo, 

lograron ser reconocidos como ciudadanos con derechos propios, después de una 

prolongada condición jurídica de tutelados. Por otro lado, en Guatemala, pese a 

los limitados derechos reconocidos a los pueblos Mayas, Garífuna y X inca, se 

produjo un proceso de negociación entre la Unidad Revolucionaria Nacional 

Guatemalteca (URNG) y el gobierno, luego de una prolongada guerra de 

contrainsurgencia. En Colombia, en cambio, el reconocimiento jurídico de los 

territorios y las autoridades indígenas mostró una mayor voluntad del Estado, 

debido en parte a cierta debilidad y al escaso interés de las clases dominantes por 
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estos territorios, pero sobre todo, en virtud de la fuerza desplegada por el 

movimiento indígena (Castellanos y López, 1997; 145). 

En el caso de México, también hay ejemplos de movimientos indígenas, en donde 

se buscaban cambios sociales, políticos y económicos. El movimiento iniciado por 

el Ejercito Zapatista de Liberación Nacional refleja en muchas cosas a los 

movimientos que se han dado en América Latina. Este tipo de movimientos tienen 

consecuencias positivas y negativas en la vida política del país en donde inician. 

Estos son un grito por la atención del gobierno para que tomen cartas en el asunto 

y ayuden a las comunidades que están al margen de la sociedad. 

3.1 Consolidación democrática 
La. democracia tiene muchas definiciones y matices; de acuerdo con Bobbio, la 

democracia es el conjunto de reglas procesales para la toma de decisiones 

colectivas, en donde se prevé y propicia la más amplia participación ciudadana. 

Por otro lado, Margoiis ve la política democrática como un proceso político en el 

que los ciudadanos tienen las mismas oportunidades de participación y en donde 

la política democrática es la única política (Meyer, 1995; 20). Pero la mayoría de 

los autores concuerdan que los componentes principales de una democracia son: 

elecciones libres, sufragio universal, participación completa de la ciudadanía y 

libertades civiles (Mateos Díaz, 2008; 65). Las elecciones libres y justas, son el 

inicio de una democracia establecida, ya que éstas son una parte importante de un 

gobierno democrático en donde los procesos electorales son usados para 

seleccionar a las personas que tendrán las posiciones políticas. Los candidatos 

están relacionados con los partidos políticos, que son utilizados para canalizar las 

demandas sociales de sus allegados. Para que las elecciones sean 

completamente democráticas deben de ser: competitivas, libres, periódicas y 

justas. Si una de estas características no está presente en el proceso electoral, 

surgirá la duda de si las elecciones son el camino indicado para representar las 

demandas sociales (Mateos Díaz, 2008; 67). 
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Una vez que el país tiene una democracia establecida, se empieza el proceso de 

consolidación democrática. La consolidación es un proceso que está concebido 

como acciones y resultados en ciertos ámbitos sociopolíticos a través del tiempo. 

Para que este proceso empiece es necesario que el país tenga una democracia 

política estableada y que sus instituciones fundamentales están funcionando. El 

proceso empieza después de que la transición democrática haya terminado y 

tenga un final exitoso. El análisis del proceso de consolidación, por lo general, está 

enfocado en los actores y sus acciones que contribuyen al mismo o a la 

inestabilidad de la democracia establecida (Rovira, 1999). 

Przeworski dice que la consolidación democrática se da cuando un sistema 

concreto de instituciones que, bajo condiciones políticas y económicas dadas, se 

convierte en el único concebible y nadie se plantea la posibilidad de actuar al 

margen de ellas. Asimismo, afirma que la democracia está consolidada cuando se 

impone por sí sola, cuando las fuerzas políticas significativas consideran preferible 

continuar supeditando sus intereses y sus valores a los resultados inciertos de la 

interacción de las instituciones (López Rosas, 2002; 39). Para este Przeworski, las 

instituciones promueven los objetivos normativamente deseables y políticamente 

deseados, como la erradicación de la violencia arbitraria, la seguridad material, la 

igualdad y la justicia, y también son capaces de enfrentar las crisis que se 

producen a lo largo del tiempo (López Rosas, 2002; 43). 

El término de consolidación democrática, definido con anterioridad, es utilizado por 

Schedler para describir: a) el desafío para construir nuevas democracias seguras, 

b) la extensión de su expectación de vida más allá de su corto término, c) la 

inmunización contra regresiones autoritarias y d) la construcción de presas contra 

eventuales olas regresivas (López Rosas, 2002; 42). 

Para que inicie el proceso, se requiere de una aplicación e intemalización de la 

democracia en los marcos sociales, institucionales y sicológicos. También es 
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importante tener cinco condiciones conectadas: 1) una sociedad civil libre y activa, 

2) una sociedad política relativamente autónoma, 3) actores políticos sujetos a la 

ley, 4) una burocracia estatal que trabaje plenamente debajo del gobierno y 5) una 

economía institucionalizada (Mateos Díaz, 2008; 74 - 75). 

Durante este proceso de consolidación, se pueden ver las transformaciones y 

soluciones adoptadas se regulen, se reconozcan y se acepten por aquellos que 

forman parte del gobierno democrático (Mateos Díaz, 2008; 75), además se 

requiere que se dé la vinculación de ciertas condiciones. De acuerdo a Juan Linz y 

Aldred Stepan, es necesario tener una combinación de las dimensiones vinculadas 

al comportamiento, actitudes y marco constitucional o estructural. Los elementos 

básicos de estas dimensiones son los siguientes (Schedler, 2001; 69): 

1) Comportamiento - comportamiento observable; pasado, presente y 

suposiciones del futuro del país. Esto se refiere al gobierno y su forma de 

manejar las crisis. 

2) Actitudes - perspectivas de los participantes: estrategias, normas y 

perspectivas. Los actores son un elemento base para el funcionamiento del 

sistema democrático, puesto que son los primeros en jugar el juego 

democrático. 

3) Marco constitucional o estructural - estructuras actuales: marco jurídico, 

instituciones, marco social y económico. 

El análisis de la consolidación se enfoca en los actores involucrados puesto que 

como menciona Mateos Díaz (2008), son importantes porque son ellos los que 

mantienen estable y con vida la democracia en los países. Para que la democracia 

se vuelva estable es importante tener la legitimidad de la misma ya que es el 

elemento más importante de la consolidación democrática. Esta legitimidad debe 

de ser aceptada por las élites políticas y los ciudadanos, debido a que si se tiene 

popularidad y apoyo de las masas, un régimen democrático puede sobrevivir aún y 

cuando pase por crisis importantes (Schendler, 2001; 75). 
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Dentro de las actitudes de los actores se encuentran las estrategias. En muchos 

de los casos el juego democrático se visualiza entre dos jugadores. Sin embargo, 

las figuras imperantes deberían de ser más numerosos, ya que se debe de buscar 

un equilibrio entre los representantes involucrados. Este equilibrio requiere que los 

intereses de los diferentes jugadores converjan en ciertos puntos. Por otro lado, 

hay otros intérpretes secundarios que entran en el juego, como los grupos sociales 

y empresariales, que también necesitan de los actores primarios y de su apoyo en 

ciertas estrategias. Éstas son requeridas para formar alianzas que son parte del 

juego democrático. En resumen, la consolidación democrática requiere que los 

actores refuercen, por medio de estrategias predeterminadas, sus propios 

intereses mientras que neutralizan a sus contendientes no-democráticos y hacen 

alianzas con grupos neutrales (Schendler, 2001; 75 - 77). 

Por otro lado, los elementos estructurales de la consolidación democrática afirman 

que una economía estable es un signo favorable para que la democracia se 

estabilice, en donde la estabilidad económica se traduce en restricciones u 

oportunidades para la consolidación del régimen democrático. Sin embargo, no 

determina el futuro del régimen político. S e puede ver en muchos casos que la 

desigualdad política y social está directamente vinculada con una economía 

desigual y pobre. Estos problemas socioeconómicos son un catalizador importante 

para interrumpir la consolidación y amenazan la estabilidad del régimen 

democrático vigente (Schendler, 2001; 80 - 81). 

Es importante mencionar que la estabilidad del régimen depende de tener 

instituciones que la manejen, movilicen y legitimen. Las instituciones democráticas 

son vistas como estructuras que incentivan, ya sea comportamiento democrático o 

antidemocrático, y después como estructuras que constriñen a los actores. Las 

instituciones tienen la capacidad de imponer reglas y castigar a los que no las 

cumplen. Sin embargo, las instituciones también permiten o prohiben 

comportamientos antidemocráticos. Lo importante de éstas son las reglas que 

emanan de ellas y que ayudan a que el régimen democrático se consolide, ya que 

9 



crean una base importante para seguir el proceso democrático efectivamente 

(Schendler, 2001; 81). Finalmente, para que el proceso sea efectivo es necesario 

que la élite gobernante fortalezca las instituciones políticas y que la ciudadanía 

tenga confianza en ellas (Turner & Martz, 1997; 65). 

Las instituciones políticas son una parte importante de la política, para March y 

Olsen son el lugar en donde se desarrolla la política en una sociedad democrática. 

O bien se puede decir que "las instituciones políticas definen el marco en el cual 

tiene su lugar la política" (March y Olsen, 1997; 65). Las instituciones ponen las 

reglas del juego, que limitan al hombre y dan las pautas para la interacción 

humana, dando una estructura que seguir. Definen el comportamiento de un actor 

en una situación determinada, y dan un orden y estabilidad en un mundo dinámico 

que podría llegar a parecer anárquico sin este tipo de regulaciones (March y 

Olsen, 1997; 110). 

Las instituciones y sus regulaciones son una parte importante de la consolidación 

democrática y los cambios de las mismas son el punto de partida del proceso. 

North explica el cambio institucional como una relación simbiótica entre las 

instituciones y los organismos. Pero también lo ve como un cambio histórico, bajo 

la premisa de que las sociedades evolucionan y con ella, las instituciones. North 

ve a las instituciones como un organismo que evoluciona con el tiempo y depende 

del aprendizaje de los humanos y vice versa "qué organismos cobren vida y cómo 

evolucionen son hechos determinados fundamentalmente por el marco 

institucional. A su vez, ellos influyen en la forma en que evoluciona el marco 

institucional" (North, 2006; 15). Los organismos son la fuente principal del cambio 

institucional ya que las instituciones son creaciones humanas que evolucionan y 

son alteradas por los seres humanos (North, 2006; 18). 

Para que la consolidación democrática sea efectiva es necesario que las élites 

políticas cambien sus opiniones acerca de la funcionalidad de las instituciones 

para lograr cumplir las metas del colectivo de la población, especialmente porque 
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estos grupos en el poder son los que la forman. Las instituciones políticas tienen 

un vínculo directo con la cultura política y contexto en el cual existen, ya que la 

cultura política es clave para el buen funcionamiento de las mismas. Las 

instituciones políticas tienen un impacto directo en la durabilidad y estabilidad de 

las democracias (Turner & Martz, 1997; 74 - 77). 

De ahí que, Moruno piense que la progresiva ampliación de la legitimación y 

aceptación de las estructuras del régimen es una condición esencial para reforzar 

a las instituciones, y por tanto, a la consolidación de la democracia. El autor dice 

que la legitimación está en la base del proceso de la consolidación, y éste 

presenta características comunes y recurrentes en los diversos países (López 

Rosas, 2002, 46): 

1. La realización y mantenimiento del compromiso democrático, o la forma en 

se recrea la legitimación. 

2. El respeto a la legalidad, como la capacidad del gobierno y los aparatos 

gubernamentales de colocarse como garantes de la ley. 

3. La neutralidad o neutralización de los militares. 

4. Los factores económicos o sociales no constituidos claramente. 

5. E l papel de los partidos y de sistemas de partidos, ya que los partidos se 

pueden convertir en los principales agentes de consolidación. 

6. La estructura del régimen, o el papel del Estado en la economía y las 

políticas realizadas. 

En todo proceso de cambios se encuentran dificultades y la consolidación 

democrática no es la excepción. Hay varios factores que se pueden ver como 

amenazas al proceso de democratización de un país, por ejemplo: la pobreza, 

discriminación, crisis económica, crimen, un poder judicial endeble, terrorismo y 

violencia política. Estos factores están divididos en económicos, políticos y 

sociales (Mateos Díaz, 2008; 77 - 80). 
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Estas actitudes anti-democráticas se dividen en: uso de la violencia, falta de 

elecciones justas y libres y transgresiones de la autoridad, y esto se convierte en 

una amenaza al sistema democrático vigente. Estas amenazas a la democracia 

crean ciertos umbrales causales, ya que enfatizan ciertas expectativas en la 

ciudadanía y en el gobierno, y no se sabe hasta qué punto se vuelven serias y 

capaces de desestabilizar el sistema reinante. Por otro lado, un sistema 

democrático sin ninguna amenaza también puede considerarse malo, ya que los 

sistemas gubernamentales no son perfectos y que podrían caerse con cualquier 

indicio de una crisis (Schendler, 2001; 70 - 72). 

Cuando el proceso de consolidación democrática se estanca por alguna de las 

razones mencionadas con anterioridad, se da lo que se conoce como desafección 

política. Ésta es definida como el sentimiento de ineficiencia, cinismo y falta de 

confianza en los procesos políticos, actores políticos, e instituciones democráticas. 

La desafección genera un distanciamiento y alienación de las personas sobre 

estos elementos de la democracia, falta de confianza e intereses en la política 

nacional, y bajos niveles de participación en las instituciones democráticas de 

representación política, y por lo general los ciudadanos no cuestionan el régimen 

político (Mateos Díaz, 2008; 81). 

Así pues, la desafección política tiene repercusiones directas en los procesos 

democráticos en la sociedad civil por la falta de confianza en el régimen político y 

esto ocasiona que la población no tenga interés en cambiar las cosas, creando 

así, una inestabilidad política que está directamente vinculada con la confianza en 

las instituciones democráticas (Mateos Díaz, 2008; 82). Ésta puede erosionar a las 

élites políticas, logrando corromper el sistema democrático debido a las 

percepciones políticas de las élites. Estas percepciones son un elemento 

necesario para facilitar la transición democrática y la consolidación de la misma, 

llegando así a una estabilidad del gobierno (Mateos Díaz, 2008; 84). 
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La desafección política tiene un impacto directo en la democracia y puede 

erosionarla, y la erosión de la democracia se vuelve uno de los problemas 

fundamentales de la consolidación democrática. Según Schedler, algunas formas 

de esta erosión atacan los pilares institucionales de la democracia: a) la violencia 

estatal al igual que la debilidad del Estado puede subvertir las reglas de la ley; b) 

el auge de los sitemas hegemonicos puede terminar con la competencia electoral; 

c) el declive de las instituciones electorales y d) la introducción de leyes 

ciudadanas excluyentes que pueden violar las normas democráticas de inclusión 

(López Rosas, 2002; 42) 

S e puede ver que el proceso de consolidación democrática es algo complejo que 

involucra a muchos actores, pero hay ciertas características que ayudan a su 

análisis de su progreso/estancamiento/retroceso son: las instituciones electorales 

y los procedimientos democráticos de toma de decisiones; los vínculos entre los 

poderes del Estado y su funcionamiento; el sistema de partidos políticos y su 

dinámica; la forma como se configuran los distintos intereses sociales; las 

relaciones entre la sociedad civil y las estructuras de mediación; y finalmente, los 

nexos entre las estructuras de mediación y las instituciones del régimen político 

(Rovira, 1999). 

Los factores claves para el del proceso de consolidación de la democracia se 

llegue a dar son (Rovira, 1999): 

1. Las condiciones que permitirían la existencia de una sociedad civil sin 

ataduras y tan dinámica como quiera serlo. 

2. Una sociedad política competitiva y comprometida con la institucionalidad 

democrática y con su paulatino desarrollo y fortalecimiento. 

3. La prevalencia del Estado de Derecho. 

4. Un cuerpo de funcionarios que pueda mantener el funcionamiento del 

aparato estatal y logre orientarlo en la dirección que la nueva 

institucionalidad democrática y los gobiernos que surjan de ella así lo 

determinen. 
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5. una esfera socio-económica establecida con independencia del poder 

estatal de vocación centralizadora y dirigista, pero que tampoco tienda a ser 

una economía de mercado pura. 

La instauración de la democracia requiere que los grupos políticos acepten las 

instituciones políticas y se adhieran a las reglas. Por otro lado, la consolidación es 

un proceso en donde las formas democráticas llegan a ser conocidas y 

respetadas, aún en contra de los resultados. Logrando consolidar la democracia 

en el país (Weingast, 1997; 260). Esto hace alusión al imperio de la y la 

protección de derechos y garantías de los ciudadanos, algo esencial en un Estado 

de Derecho. La supervivencia de la democracia y del estado derecho requiere que 

los políticos tengan incentivos para honrar los límites en su comportamiento, los 

límites deben der ser auto-impuestos. Sin embargo, los límites son difíciles de 

controlar debido a la falta de coordinación de la sociedad. La transición a una 

democracia consolidada requiere de la construcción, de la coordinación y de la 

sociedad, en donde se establecen los límites del estado. Dando paso a que los 

ciudadanos puedan actuar en caso de una violación (Weingast, 1997; 261 a 262). 

Schedler, por su lado, debate que consolidar una democracia es pasar de una 

democracia electoral a una democracia liberal para después terminar en una 

democracia avanzada. Pero para tener una democracia consolidada hay que tener 

un proceso de transformaciones. Para el autor, profundizar la democracia significa 

acceder a una democracia liberal con todas las libertades y derechos políticos que 

ello implica. Las características de la democracia liberal se pueden resumir en que 

el poder resida en los funcionarios electos; que el poder ejecutivo este restringido 

constitucionalmente: que los resultados electorales sean inciertos; que los grupos 

minoritarios puedan expresar sus intereses en el proceso político y usar su lengua 

y cultura; que los ciudadanos tengan múltiples canales de expresión y 

representación de sus intereses; que los ciudadanos sean políticamente iguales 

ante la ley; el imperio de la ley proteja a los ciudadanos (López Rosas, 2002; 43). 
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3.2 Autonomía 

La libre determinación o autodeterminación es un derecho fundamental para la 

existencia de los grupos indígenas, ya que sin ella tienden a desaparecer. Es un 

derecho inherente ligado a los Estados, y se define como la capacidad de las 

poblaciones suficientemente definidas, desde el punto de vista étnico o cultural, 

para disponer de sí mismas y el derecho que un pueblo tiene en un estado de 

elegir su forma de gobierno. La autodeterminación no sólo es el derecho de 

secesión, sino también es el ejercicio dentro de un estado si éste y el pueblo 

pactan de manera libre y voluntaria la forma en que el grupo, que se está 

autodeterminando, ejercerá sus derechos dentro del Estado existente (López, 

2005; 42). Por lo que la autonomía se convierte en una forma de ejercicio concreto 

de éste y ésta es un sistema por medio del cual los grupos socioculturales ejercen 

el derecho a la autodeterminación (Díaz-Polanco, 2009; 28) 

Por consiguiente, la autodeterminación se puede ejercer de dos maneras: la 

externa y la interna. La externa es aquella en donde se manifiesta mediante la 

independencia o secesión del territorio existente de un Estado para anexarse a 

otro o construir un Estado nuevo. Por lo general, este derecho no es reconocido 

por la mayoría de los Estados por miedo a la desintegración del Estado existente. 

También, normalmente, el derecho de secesión es un asunto de derecho 

internacional, y cuando sucede, primero se da en forma de rebelión interna y la 

autodeterminación adquiere la forma de soberanía (López, 2005; 42 - 43). 

En su versión interna, la autodeterminación, se concentra en la decisión de un 

pueblo tomada de manera libre para continuar perteneciendo al Estado al que 

estaba integrado. Esta forma de ejercer la libre determinación se convierte en 

autonomía, por eso se dice que la autonomía es una forma de ejercer la libre 

determinación. En su otra faceta, es en donde el pueblo se vuelve soberano por sí 

mismo, mientras que la autonomía, la soberanía esta en el pueblo, de cual los 

pueblos indígenas son sólo una parte (López, 2005; 43). 
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Es necesario recalcar que el régimen de autonomía responde a la necesidad de 

buscar formas de integración política del Estado nacional que estén basadas en la 

coordinación y no en la subordinación de algunas de sus colectividades. Esta 

colectividad política se constituye como parte integrante del Estado nacional (Díaz-

Polanco, 2009; 29). En otras palabras, el fundamento del derecho de la libre 

determinación de los pueblos indígenas es el respeto a la vida, a la autonomía, a 

la igualdad de condiciones y a la posibilidad de perseguir sin coacción los propios 

fines son principios reconocidos en el derecho, público y privado, y se traducen 

como la personalidad y capacidad de las personas para contratar (López, 2005; 38 

-41 ) . 

Es decir, la autonomía se define como un régimen especial que configura un 

gobierno propio para ciertas comunidades integrantes, las cuales escogen 

autoridades que son parte de la colectividad, que ejercen competencias 

legalmente atribuidas y tienen facultades mínimas para legislar acerca de su vida y 

administración interna. Así pues, la autonomía es una forma específica de la 

autodeterminación, en donde los pueblos tienen el derecho de proveer su 

existencia y su futuro. De acuerdo a Héctor Díaz Polanco, los rasgos específicos 

de la autonomía están determinados por la naturaleza histórica del grupo que la 

ejercerá, ya que ésta será el sujeto social que convertirá en realidad histórica y le 

dará vida cotidiana, y por otro lado está el carácter sociopolítico del régimen 

estatal-nacional que cobrara la existencia institucional práctica, las facultades 

asignadas y el grado de autogobierno reconocido, y en su despliegue político 

concreto dependerá de la orientación política y el sistema democrático vigente 

(López, 2005; 43 - 44). 

En otras palabras, ésta se concibe como un régimen encaminado a redimensionar 

la nación, a partir de nuevas relaciones entre los pueblos indígenas y los demás 

sectores socioculturales. Por otro lado, también contiene las líneas maestras de 

los vínculos deseados entre etnias y Estado, como la ordenación para cambiar 
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aspectos básicos de la política, economía y la cultura en una escala nacional. La 

autonomía es una pieza importante de la construcción de la democracia en países 

socioculturalmente heterogéneos (Díaz-Polanco, 2009; 28). 

De tal manera, la forma en que se garantiza el derecho de autonomía es 

reconocer la personalidad jurídica de los pueblos indígenas y su capacidad de 

ejercer determinadas facultades, lo cual obliga a modificar el pacto político en que 

se funda la organización de los estados modernos, que llevó a adecuar los 

principios globales que rigen la vida de cualquier nación para dejar un espacio a 

los derechos de las comunidades. De esta manera puede ser reconocida por 

medio de ley fundamental de cualquier Estado: la Constitución Política (López, 

2005; 45). Por lo mismo, la autonomía se trata de un régimen político-jurídico 

acordado entre las partes, y no meramente concedido, es fundado en la ley que 

implica la creación de verdaderas colectividades políticas dentro de una sociedad 

nacional (Díaz-Polanco, 2009; 29). 

Así, al declarase la autonomía, se vuelven vigentes los derechos colectivos del 

grupo en sí, por lo que es muy importante aclarar que los derechos colectivos son 

aquellos derechos que los individuos disfrutan por ser parte de un grupo. Son 

derechos que se les atribuye al grupo y que están estrechamente vinculados con 

los derechos fundamentales de la persona humana. Sobre todo es importante 

recalcar que ningún derecho individual debe de usarse como pretexto para negar 

los derechos colectivos. Por lo mismo es importante encontrar la armonía entre los 

derechos individuales y colectivos, y sobre todo distinguir entre las dos relaciones 

que nacen de los derechos colectivos: interna y externa. La interna se refiere al 

sujeto colectivo y sus integrantes, mientras que la externa se refiere a las 

relaciones con los individuos que no pertenecen al grupo (López, 2005; 47). 

De esa manera, la autonomía amplía la plataforma de derechos, incorporando el 

extenso campo de derechos colectivos, los cuales deben armonizarse con los 

derechos individuales. Mientras que los individuales encuentran su fundamento en 
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la autonomía de la voluntad, los colectivos tienen su referente primario en la 

colectividad misma (Díaz-Polanco, 2009; 30). 

Los derechos colectivos pueden ser encontrados en las normas internacionales 

básicas relativas a los pueblos indígenas, y se organizan en los siguientes grupos: 

1) derechos a la no discriminación, 2) derechos a la integridad cultural, 3) 

derechos de propiedad, uso, control y acceso a las tierras y los recursos, 4) 

derecho al desarrollo y bienestar social, 5) derechos de participación, 

consentimiento libre, previo e informado (Díaz-Polanco, 2009; 30). 

En otras palabras, el derecho colectivo por excelencia es el derecho a la 

autodeterminación. Este es un derecho que sólo puede ser ejercido 

colectivamente por una comunidad, pueblo o nacionalidad. De este derecho se 

desprenden los demás derechos colectivos que se ven como fundamentales y 

tienen sus bases en la Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 

(2007) de la O N U (Díaz-Polanco, 2009; 30) 

Para que el derecho de autodeterminación sea ejercido en su totalidad debe de 

comprender a su vez el de autoafirmación, autodefinición, autodelimitación y 

autodisposición interna y externa. La autoafirmación es la capacidad de un pueblo 

de proclamarse existente, con una base sociológica que contenga un elemento 

objetivo (la etnia) unido a otro subjetivo (la conciencia étnica). Así el pueblo, por 

medio de la autodefinición, determina por sí mismo quienes son las personas que 

lo construyen. La autodelimitación es el derecho que tienen los pueblos para 

determinar los límites de su territorio. Por último, la autodisposición, es el derecho 

de todo pueblo para organizarse de la mejor manera (López, 2005; 45 - 46). 

En resumen, los cuatro contenidos de la libre determinación, tanto en su 

modalidad de soberanía como la de autonomía, se traducen en el derecho a ser 

reconocidos como pueblos, a los que se les reconozcan y respeten sus territorios, 
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a usar sus propios sistemas de normas para su organización y solución de 

conflictos y a contar con su propio gobierno (López, 2005; 46). 

Ante todo es necesario que los pueblos indígenas sean reconocidos por medio del 

sistema jurídico, ya que se requiere que exista un pacto social entre el Estado y 

estos. Por tanto, es un requisito para que el derecho de autodeterminación se 

vuelva realidad que se reconozcan los derechos colectivos para que sean 

aplicables, estén garantizados y se vuelvan una realidad. Es importante que exista 

un pacto social que reconozca y garantice el reconocimiento de los pueblos 

indígenas como sujetos de derechos colectivos como individuales. Entre estos 

derechos se pueden encontrar los siguientes (López, 2005; 48 - 54): 

1. Territoriales - espacios bajo su influencia y control donde puedan practicar 

y desarrollar libremente su vida colectiva sin que nadie pueda interferir. 

2. Políticos - la capacidad y posibilidad de los ciudadanos para participar en 

las decisiones que afectan de manera importante los destinos del Estado al 

que pertenecen, de forma interna y externa. Interna dentro de sus 

comunidades y externa según sus mecanismos y de acuerdo a sus propias 

normas. 

3. Económicos - el derecho de las comunidades indígenas de mantener 

vínculos económicos con el Estado y entre sí para poder crear una 

estabilidad monetaria. 

4. Jurídicos - la facultad de las autoridades indígenas de administrar la justicia 

de acuerdo a sus normas y reglas 

5. Sociales - la igualdad ante la sociedad externa a la comunidad. 

6. Culturales - el derecho de poder tener su sistema de valores y símbolos 

que se han reproducido a través del tiempo, y brindan a sus miembros 

orientación y significados necesarios para normar su conducta y relaciones 

sociales en la vida cotidiana. 
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Por otro lado es importante, definir el rango constitucional de la autonomía y 

adoptar los estatutos de la misma. Éstos deben de especificar lo siguiente (Díaz-

Polanco, 2009; 30): 

1. Los derechos de los grupos 

2. El ámbito territorial de cada comunidad 

3. El carácter de autogobierno y el de los órganos político-administrativo 

4. Esferas jurisdiccionales 

5. Competencias que le corresponden con los otros ámbitos del gobierno 

6. Demás instancias regionales, estatales y nacionales en los que las 

comunidades tendrán representación y participación. 

Los estatutos mencionados con anterioridad empoderan a las comunidades 

indígenas, y para que esto suceda es necesario darles, por medio de reformas 

constitucionales, el mínimo de derechos colectivos que se resumirían en los 

siguientes (Díaz-Polanco, 2009; 41 - 42): 

1. Sean reconocidos como pueblos o etnias con identidades propias. Este es 

el fundamento para el sustento del reconocimiento de los derechos 

colectivos. 

2. Tengan autoridades propias, elegidas libremente por las mismas 

colectividades, para construir su autogobierno. El autogobierno es normado 

por la juricidad común, y crea una descentralización política. 

3. Dispongan de un territorio propio, más allá de denominar un pedazo de 

tierra como parcelas o unidades productivas. Un espacio de ocupación y 

asentamiento, y cultura. 

4. Adquieran las competencias y facultades para preservar sus complejos 

socioculturales. 

5. Puedan participar en las instancias u órganos de decisión nacional y local. 

La búsqueda de participación plena en la vida política del país. 

6. Puedan manejar los recursos propios necesarios para sus órganos y 

autoridades realicen las tareas de gobierno y justicia que el orden legal les 

asigna. 

20 



Para resumir, la autonomía es considerada como la separación del Estado-nación 

y la búsqueda de la creación de una entidad política afuera del Estado existente, lo 

que llevaría a la disolución político-territorial. Sin embargo, la autonomía a la que 

aspiran los pueblos es el reconocimiento de su realidad y de los derechos 

inherentes a ella, para crear una realidad nueva (Díaz-Polanco, 2009; 49 - 53). 

3.2.1 Propuestas de Autonomía en México 

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) sometió a consulta de los Estados 

la posible revisión del Convenio 107 relativo a Poblaciones Indígenas y Tribales, y 

después de obtener la opinión favorable de los países miembros - México incluido 

- aprobó, al año siguiente, el Convenio 169 relativo al mismo tema. El Senado de 

la República ratificó el documento en julio de 1990. En consecuencia a esto, el 

gobierno federal promovió reformar el artículo cuarto de la Constitución Federal 

para reconocer la existencia de los pueblos indígenas en México y hacer efectivos 

sus derechos (López, 2005; 87). 

Tiempo después, en 1992, se decretó y publicó una norma declarativa de la 

pluriculturalidad de la nación mexicana, que tiene su sustento en la presencia de 

los pueblos indígenas. Dentro de la norma sólo se establece de manera indirecta 

la consideración de los pueblos indígenas como sujetos de derecho, ya que la 

norma jurídico-constitucional restringe los derechos que se les hubieran podido 

reconocer a los pueblos indígenas. Sin embargo, La norma niega directamente los 

derechos políticos y económicos que son fundamentales para la existencia de las 

comunidades (López, 2005; 88). 

Ese mismo año, se hizo una reforma al artículo 27 de la Constitución en donde se 

estableció que la ley protegería la integridad de los grupos indígenas. La norma 

desconoce la condición de pueblos a los indígenas y los reduce a minorías, ya que 

a las minorías hay que aplicarles políticas de discriminación positiva para 
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igualarlos con el resto de la población, mientras que a los pueblos se les debe de 

reconocer tal naturaleza, junto con su derecho a decidir libremente su condición 

política, económica, cultural y social, que son los derechos reconocidos en el 

ámbito internacional (López, 2005; 88). 

Tres años después, entre 1995 y 1996, la Asamblea Nacional Indígena Plural por 

la Autonomía logró definir una propuesta de autonomía de corte regional, a la cual 

salieron dos respuestas. Los partidarios de esta propuesta buscaban que se 

convirtiera en un nuevo nivel de gobierno: el municipal y estatal de carácter 

pluriétnico. La característica general de la propuesta es de carácter territorial en 

donde las comunidades en la región puedan fortalecer la unidad e integración 

nacional para fortalecer la convivencia entre los componente socioculturales e 

impulsar la vida democrática (Velasco, 2003: 75 - 79). 

a . Autoridades y representantes - cada región tendrá un gobierno regional 

elegido democráticamente de acuerdo con los usos y costumbres de cada 

región. Los ayuntamientos estarán comprendidos de acuerdo a su 

composición pluriétnica. La representación del la región recaerá en un 

Ejecutivo de Gobierno, que será nombrado e integrado por el gobierno 

regional. 

b. Reformas constitucionales - artículos 3, 4, 14, 18, 41, 53, 73, 115 y 116. 

Para después establecer una Ley de Autonomía. 

c. Competencias y recursos - 1) establecer y ejecutar los programas de 

políticas públicas, así como las de desarrollo económico y social, 2) 

reglamentar el control y el uso del territorio, 3) establecer y ejecutar 

programas culturales y educativos, 4) administrar los fondos asignados por 

la ley, 5) administrar e impartir la justicia. 

En respuesta al plan de autonomía regional, surgió la propuesta de autonomía 

comunal como una alternativa a la primera. Ésta se está fundada en las 

comunidades indígenas y la extensión territorial que abarcan (Velasco, 2003; 80 -

84) 
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a. Autoridades v representantes - se buscan recuperar los usos y costumbres, 

y el fortalecimiento del autogobierno comunal. Sus competencias son 

aquellas establecidas por la comunidad. 

b. Reformas constitucionales - 1) reconocimiento de la comunidad en el plano 

político, económico y jurídico, 2) articulación e interrelación de las 

comunidades y los municipios con las organizaciones regionales, 3) 

interrelación con otros pueblos indígenas de la región y del país. La reforma 

constitucional sería en los siguientes artículos: 4, 26, 53, 73, 115 y 116. 

c. Competencias v recursos - facultad de decidir sus formas internas de 

convivencia y de organización social, económica, política y cultural. 1) 

aplicar sus sistemas normativos en la regulación y solución de conflictos 

internos, 2) elegir a sus autoridades y ejercer sus formas de gobierno, 3) 

fortalecer su participación y representación política en conformidad de sus 

tradiciones, 4) acceder de manera colectiva a los recursos naturales, 5) 

preservar y enriquecer su cultura. 

Para terminar, existe una tercera propuesta de autonomía para los pueblos 

indígenas, ésta es la de autonomía municipal, que busca ocupar un punto 

intermedio entre las dos primeras propuestas. La condición es que la división 

municipal se adapte a las afinidades etnoculturales de las comunidades indígenas, 

para crear nuevos municipios con base en la libre decisión de las comunidades 

(Velasco, 2003; 86 - 93) 

a. Autoridades y representantes - aquellos que reconocen las constituciones 

federal, estatal y municipal, y que serán escogidos por medio de los usos y 

costumbres de las comunidades indígenas. 

b. Reformas constitucionales - articulo 115. 

c. Competencias y recursos - 1) formular, aprobar, y administrar la 

zonificación, la planeación y programas de desarrollo municipal, y 2) 

participar en la creación y administración de sus reservas territoriales. 
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3.3 Movimientos separatistas 

Un grupo étnico se define por el papel que juega en una organización social 

particular, éste es el producto de la adaptación económico y política combinada 

con la necesidad antropológica de expresar sus razones de existencia mediante 

un grupo de símbolos (religión y lengua). Son esencialmente grupos naturales 

porque todos tienen por lo menos una misma característica: se identifican por 

naturaleza humana en razón a una cultura común (González, Thelma, 2001; 11 -

12). 

Por lo general estas minorías étnicas no tienen derechos, ni posibilidades de 

desarrollo profesional, y algunas veces acceso a la educación propia o de la 

mayoría, y a los servicios de salud. También, son numéricamente inferiores al 

resto de la población que a veces los segrega por diferencias religiosas o racistas, 

por lo que normalmente se guían por la voluntad de salvaguardar su cultura, 

tradiciones, religión, idioma a pesar de los obstáculos (González, Thelman, 2001; 

12). 

Debido a la exclusión de estos grupos étnicos, es probable que en algún momento 

de la historia busquen remediar sus males por medio del separatismo. Éste es 

considerado como un movimiento que busca segregarse de un Estado, y son 

movimientos sociales de carácter político que buscan la autonomía del Estado 

bajo una o varias de las siguientes razones: étnicas, lingüísticas, religiosas o 

culturales (Spencer, 1998; 1). 

Por lo mismo, los movimientos separatistas buscan acallar desigualdades sociales 

y económicas que afligen a los grupos que lo inician. Los movimientos 

separatistas se basan en las quejas del grupo étnico y su necesidad de proteger 

sus tradiciones (Spencer, 1998; 2). Una de las razones, que se ven en los diversos 

movimientos separatistas del mundo, es que los grupos que buscan segregarse 

del Estado han sido víctimas de prolongados sufrimientos por falta de atención del 
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Estado, han sido explotados y sus derechos humanos han sido violados en varias 

ocasiones. Otra razón es el resentimiento emocional, debido a raíces nacionalistas 

importantes nacidas de una cultura que no se puede mezclar con tradiciones que 

se han ido transformando por la globalización (Spencer, 1998; 2). Junto a las 

razones directas, también se encuentran factores que contribuyen a iniciar los 

movimientos, como las diferencias étnicas, ideológicas, o la idea de 

autodeterminación predicada por las leyes internacionales. Sin embargo, los otros 

países pueden o no pueden aceptar la "independencia" del nuevo grupo (Spencer, 

1998; 4). 

Los movimientos separatistas buscan tomar control de un pedazo de territorio para 

seguir con sus tradiciones, ya que la discriminación ha llevado a las minorías a 

luchar contra la exclusión social, política, tecnológica, piden diferencias, reclaman 

la posesión de sus tierras y propiedades, derechos comunitarios, mantener su 

modo de vida y conservar su organización política, social y cultural (González, 

Thelman, 2001; 16) 

Como ya se mencionó con anterioridad, el nacionalismo se puede considerar 

como una parte importante de la necesidad de los grupos separatistas de crear su 

propia nación. Éste se define como la teoría de de la legitimidad política que 

requiere que las fronteras sean étnicas no sean cortados por las fronteras 

políticas, y que éstas no separen el gobierno tradicional de las etnias (Spencer, 

1998; 7). 

Por lo tanto, para que exista el sentimiento nacionalista debe de haber varias 

condiciones (Spencer, 1998; 9 -18) : 

1. Condiciones estructurales - La división política de las naciones, en donde 

cada pedazo de tierra y personas pertenecen a esta entidad. Los gobiernos 

de cada nación deben respetar a los otros gobiernos y no intentar intervenir 

en ellos. Las relaciones entre estos deben de basarse en la diplomacia y 

sólo cuando los intereses del otro gobierno son afectados por las 
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decisiones del otro gobierno debe de haber algún tipo de involucramiento. 

Debido al sistema de naciones, una nación es reconocida como tal cuando 

otras aceptan su existencia. La segunda condición estructural es la 

movilización, y ésta se entiende como la amalgamación de culturas por la 

modernización y la migración. 

2. Condiciones históricas - la creación de identidades nacionales se ha dado 

de manera esporádica a través del tiempo. Desde 1648 se han ido creando 

las identidades nacionales, principalmente por medio del lenguaje. El tener 

un solo lenguaje crea redes nacionalistas y unificadoras. En muchos casos 

ha sido un proceso lento y laborioso. Por un lado, las naciones han ido 

creciendo gracias al imperialismo europeo, pero por el otro, el sentimiento 

nacionalista se ha ido incubando debido a este. 

3. Condiciones ideológicas - la ideología juega un papel muy importante en el 

nacionalismo, ya que las ideas de los grupos tienen un valor importante 

para ellos. E l nacionalismo se basa en los conceptos de soberanía y 

autodeterminación. La soberanía como el derecho del estado de 

gobernarse bajo sus propias reglas y leyes, sin que otros gobiernos 

intervengan en su territorio, mientras que, la autodeterminación es el 

concepto de los grupos tienen el derecho de gobernarse bajo sus reglas, 

costumbres y tradiciones, pero sobre todo que tienen el derecho de 

separarse del Estado y gobierno que ellos no escogieron, ya que fue 

impuesto al grupo sin un consenso. 

4. Factores motivacionales - el primer factor motivacional se resume en el 

lenguaje. La autora sugiere que los grupos buscan que su lengua se vuelve 

más importante en el escenario internacional, que se vuelve la validación a 

su cultura. También para que las lenguas poco conocidas sean reconocidas 

y usadas mundialmente. Otro factor es la humillación, resentimiento o 

envidia, que son generalmente poco lógicos, pero fuertes para avivar la 

necesidad de la secesión. El resentimiento surge de la idea de igualdad 

entre el grupo y su "enemigo", y de que la desigualdad es lo 

suficientemente grande como para ser resuelta de forma fácil. Por lo 
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general, ya se ha tratado de arreglar la situación pero no se ha llegado a 

ninguna resolución, y nace la necesidad de crear una nueva imagen del 

grupo, ajena a la imagen global que se tiene de los ciudadanos del país. 

Por otro lado, el hecho de que un grupo tenga el poder y no se interese por 

los demás grupos crea un sentimiento de humillación. 

Aún y cuando los movimientos separatistas nacen de un nacionalismo integral, 

también tienen otros factores que ayudan a la creación de estos movimientos. S e 

ha logrado crear una lista de las causas principales y comunes de estos 

movimientos. La lista se creó después de analizar varios movimientos 

independentistas del mundo (Breary, 2011; 6 - 8): 

1. Lenguaje - es una parte importante de ciertas culturas, por lo mismo, los 

grupos étnicos buscan preservarlo. Pero en la mayoría de las veces el 

gobierno busca homogenizar al país imponiendo un lenguaje común. 

2. Etnicidad - la división cultural muchas veces se vuelve tan grande que, por 

lo general, la minoría busca establecerse en una nación independiente para 

proteger su forma de vida. También hay ciertos grupos que se han resistido 

a la integración política del gobierno del Estado. 

3. Control de los recursos naturales - la repartición de los ingresos sacados 

de los recursos naturales es desigual y el territorio de donde se sacan no 

reciben el apoyo económico suficiente. Este factor se ve principalmente en 

los países en donde los recursos naturales son el principal recurso 

económico. 

4. Religión - las diferencias religiosas juegan un rol muy importante en cuanto 

a los movimientos separatistas. Los grupos extremistas buscan crear una 

nación basada en la purificación de la religión que ha sido ensuciada por la 

modernización. 

5. Fronteras políticas - después de la Primera Guerra Mundial se 

construyeron nuevas fronteras políticas, creando naciones multiculturales, 

ya sea estableciendo fronteras alrededor de varias naciones o juntando dos 
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territorios que históricamente tenían una forma de gobierno diferente, o la 

anexión de un territorio por un país más fuerte. 

6. Ideología política - la diversidad en las formas de gobierno del mundo han 

creado sentimientos que terminan en la búsqueda de independencia de 

ciertos grupos. También existen las formas de gobierno tradicionales que 

busca mantenerse vigente en un mundo en donde la democracia ha ganado 

terreno. 

7. Inmigración étnica - en muchos países del mundo la inmigración étnica es 

un problema muy grande, en donde ciertos grupos crecen rápido. Estos 

grupos terminan creando una pequeña nación dentro de un país. Muchas 

veces los grupos tienen tanta fuerza que buscan crear una nación para 

ellos y buscan segregarse. Lo que causa que los gobiernos busquen alentar 

la migración a otro país de ciertas minorías para prevenir un levantamiento. 

8. Desigualdad social y minorías étnicas - la desigualdad social ha sido un 

factor muy importante, ya que los grupos minoritarios raramente reciben los 

recursos necesarios para poder subsistir o el apoyo gubernamental para 

poder vivir dignamente. Sobre todo porque los gobiernos buscan 

homogenizar la cultura del país, destruyendo así una gran diversidad 

cultural. Por otro lado, la desigualdad social y la falta de respeto a 

tradiciones milenarias son un factor importante para que los grupos 

busquen su autogobierno. La modernización junto con la globalización han 

logrado que muchas culturas desaparezcan. 

Las causas de los movimientos separatistas se basan principalmente en razones 

domésticas, basadas en la inequitativa distribución del dinero, represión del 

Estado y economía nacional fallida. Todo esto es el resumen de las causas 

enlistadas. El problema tiene sus raíces en la dependencia económica del Estado 

hacia otros países con más recursos o por la mala administración del mismo. En 

consecuencia, la dependencia economía crea un ciclo de crecimiento desigual, lo 

que logra agrandar las problemáticas nacionales. Los movimientos separatistas o 
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rebeliones empiezan a crecer debido a la necesidad de hacerse escuchar en un 

país que depende de otros para estar estabilizado (Boswell, 1990; 540). 

La dependencia del Estado hacia otros países no es sólo una dependencia 

económica, sino que con el tiempo también se vuelve una dependencia política, 

sobre todo en países en vías de desarrollo. Terry Boswell afirma que la 

dependencia política y economía son causas indirectas de los movimientos 

separatistas, ya que estas dependencias crean los problemas internos (Boswell, 

1990; 541). La dependencia económica ayuda al crecimiento desigual y a la mala 

distribución del dinero y de los recursos. Boswell menciona que la tierra se vuelve 

una causa importante para el descontento social, ya que la distribución de ésta no 

ha sido equitativa, por lo que una sola persona es dueña de grandes extensiones 

de territorio y por lo general lo más fértiles (Boswell, 1990; 542). 

Asimismo, los factores causales de los movimientos separatistas crean una 

fricción entre gobierno y grupo minoritario que, muchas veces, termina en 

violencia. De acuerdo a Brian Breary, para que un movimiento separatista sea 

considerado violento debe de tener el siguiente requisito: que haya una muerte 

directamente involucrada con el movimiento. El autor hace mención de que una 

protesta en donde haya un altercado con la autoridad, pero no haya una muerte no 

es considerado con un movimiento violento (Breary, 2011; 9). El que los 

movimientos se levanten en armas para pelear por lo que quiere es un rasgo muy 

común. De acuerdo a estadísticas, el 63% de los movimientos separatistas 

vigentes en el mundo son considerados violentos (Breary, 2011; 9). 

Por lo mismo, los grupos separatistas son vistos como rebeldes por el Estado. La 

rebelión es definida como el ataque directo al Estado de los civiles (Boswell, 1990; 

540). Ésta es necesaria pero no significa que tengan un impacto directo sobre la 

forma de gobierno o su situación. Muy pocas derrocan al gobierno o logran 

cambios estructurales en la sociedad. Sin embargo, logran crear ciertos cambios 

sociales (Boswell, 1990; 540). 
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Visto de esta manera, la meta principal de los movimientos es lograr cambios 

sociales, políticos y económicos, especialmente que el gobierno vigente en el país 

les otorgue el territorio que piden para crear una nación con territorio. También, 

Buscan gobernar por sus propias reglas y costumbres, sin necesidad de depender 

de un gobierno que muchas veces no les ha otorgado los recursos necesarios 

para subsistir. Por otra parte, quieren el derecho a la autonomía territorial y 

gubernamental, aspiran ser vistos como una entidad distinta a los demás, ser 

considerados como un grupo étnico diferente y capaz de tener su propia cultura 

sin la necesidad de sacrificarla por la modernización, a lo que se le llama 

autonomía cultural (Breary, 2011; 9). 

En el caso de los movimientos separatistas, el derecho de la libre 

autodeterminación, por la cual pelean, está plasmado en la ley internacional de 

Autodeterminación. En ésta se expone que una vez que la independencia de los 

grupos separatistas ha sido aprobada por las Naciones Unidas (ONU), ya no son 

considerados como grupos militantes sino como una nación nueva con los mismos 

derechos que los demás países. Hoy por hoy, hay ocho movimientos vigentes que 

tienen la posibilidad de ser reconocidos por la O N U para el 2020, como por 

ejemplo el movimiento de los escocés y de los kurdos, entre otros (Breary, 2011; 

11). 

La autodeterminación es considerada como un derecho democrático. Este 

concepto tiene como principio el que los ciudadanos deben de ser gobernados 

sólo con su consentimiento (Spencer, 1998; 9). Woodrow Wilson fue un gran 

defensor de la autodeterminación, él la veía como: 1) libertad de la coacción 

exterior o dominación, y 2) el derecho de participación el proceso político. Por otro 

lado, el Artículo 1 del Pacto Relativo a los Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales de 1976 establece que todos los pueblos tienen el derecho a disponer 

de ellos mismos. Esto se entiende que la determinación puede ser política, 

económica, social y cultural (González, Thelman, 2001; 13). También se puede 
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encontrar referencias legales a la autodeterminación en el convenio 169 de la 

Organización Internacional del Trabajo, en donde su artículo 8 dice que al aplicar 

la legislación nacional a los pueblos interesados (indígenas), deberá tomarse en 

cuenta sus costumbres y derechos consuetudinario (González, Thelman, 2001; 

21) 

Por otra parte, los debates sobre la legalidad de la autodeterminación en los 

planos internacionales se basan en que si la autodeterminación no es legal si se 

refiere a un grupo de personas. Y a que el concepto se basa en la capacidad de 

decidir libremente. Sin embargo, expertos legales argumentan que la 

autodeterminación es legal cuando el grupo de personas ha sufrido muchas 

violaciones de sus derechos humanos por parte del gobierno (Spencer, 1998; 24). 

Por su lado, Higgins limita el derecho de autodeterminación a toda la población 

que vive dentro de las fronteras de un estado (Spencer, 1998; 25). 

Para terminar, el separatismo es visto como "moderno", "legitimo" y "racional". 

Moderno debido a que los movimientos sociales han identificado el poder del 

estado como una meta desde finales del siglo XIX. Legítimo porque después de la 

Segunda Guerra Mundial, los Estados Unidos de América y la Unión Soviética, 

promovieron la autodeterminación como un derecho. Por último, es racional ya 

que el sistema de estados recompensa a los movimientos que obtienen el poder, 

no importa si lo obtienen de forma pacífica o violenta (Schaeffer, 1998; 44). 
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4. Movimiento Zapatista 
4.1 Antecedentes Históricos 

Las bases del Indigenismo moderno se basan en las ideas de Manuel Gamio y su 

obra Forjando Patria (1916), en donde se planteó el carácter incompleto de la 

nacionalidad o la nación y se volvieron las bases del integracionismo mexicano en 

manos de Gonzalo Aguirre Beltrán. Para el autor, la existencia de los pueblos 

indígenas constituía un problema a resolver y el remedio era la conformación de 

la nación como un todo integrado. Sin embargo, la promesa original del 

indigenismo era la inserción de los indígenas a la sociedad nacional con todo y su 

bagaje cultural. El integracionismo iniciado por Aguirre Beltrán dejo a su paso 

disolución cultural, destrucción de identidades, opresión política y conflictos étnico-

nacionales en el país (Díaz-Polanco, 2009; 27). 

Entre 1940 y 1970, el indigenismo o integracionismo - que se volvió la política 

oficial del Estado mexicano posrevolucionario hacia los indígenas - abrió un canal 

de participación que permitió que los indígenas tuvieran la oportunidad de 

organizarse como tales. Por ejemplo se creó, el Consejo Supremo de la Raza 

Tarahumara (CSRT) , la Conferencia Nacional de Jóvenes y Comunidades 

Indígenas (CNJyCI), y la Confederación Nacional de Comunidades Indígenas 

(CNCI) entre otros (Velasco, 2003; 124). 

El indianismo nació como resultado del integracionismo mexicano, en donde los 

grupos indígenas buscaban proteger lo que quedaba de su cultura. Como 

resultado de esto, el movimiento indígena nace en México en la década de los 

setenta. Sin embargo, en 1968 el CNCI planteó la demanda de autodeterminación 

y los derechos colectivos de los indígenas, lo que creó un punto de partido para el 

movimiento que comenzó en 1974 con Congreso Indígena celebrado en Chiapas 

en donde se juntaron los líderes indígenas y establecieron la agenda de discusión. 

El resultado del congreso fue que los indígenas se empezaron a organizar y 
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formar más organizaciones, que alentaron la toma de conciencia en torno a la 

etnicidad y promovieron la acción colectiva, y por último, la formación del Consejo 

Nacional de los Pueblos Indígenas que sirvió como la antesala para las 

discusiones acerca de los derechos colectivos de los pueblos indígenas (CNPI) 

(Velasco, 2003; 1 2 4 - 1 2 5 ) . 

El CNPI continuó trabajando con los líderes indígenas para crear alternativas para 

el derecho de los indígenas. Pero con la crisis de 1982, los recursos destinados a 

las tareas sociales se contrajeron y ocasionó que los indígenas, junto con los 

campesinos, crearan más organizaciones que los ayudaran en la lucha por la 

autonomía que trabajaban junto con el Consejo. Sin embargo, el movimiento 

mantuvo un bajo perfil, pero las acciones colectivas lograron que en 1983 el 

presidente Miguel de la Madrid reconociera la composición pluriétnica y 

pluricultural de México (Velasco, 2003; 129). 

Durante la crisis económica de 1982, en el sur de México, comunidades y 

organizaciones locales empezaron a resistirse a la mala situación económica 

generadas por la globalización y la integración del Mercado debido al comercio 

internacional y a la implementación de N A F T A (Vaden, 2003; 311). En los ochenta 

la población indígena de Chiapas empezó a resistirse y organizarse en contra de 

la organización tradicional de la distribución de tierras y dificultades creadas por la 

comercialización de la agricultura mexicana. Todo esto debido a integración del 

país en el mercado internacional y sus consecuencias en las regiones más pobres 

del país. La identidad racial y la distribución desigual de la tierra ayudaron a 

solidificar el movimiento que llevo a la formación del Ejercito Zapatista para la 

Liberación Nacional (Vaden, 2003; 310). 

Años después, en 1985, campesinos de San Rafael, se movilizaron para presionar 

al gobierno para que les cediera la tierra que habían trabajado por años. Debido a 

la negativa del gobierno, los campesinos empezaron una huelga y movieron sus 

casas hacia un punto estratégico para poder defender sus tierras e iniciaron una 

33 



nueva demanda por las tierras, que tuvo como respuestas ataques del gobierno 

federal. Los campesinos pidieron ayuda a la Organización de Campesinos de 

Emiliano Zapata y marcharon hacia San Cristóbal de la Casas buscando solventar 

sus demandas; el gobierno reacciono dándoles autoridad provisional sobre las 

tierras (Castell, 1999; 70). Años después, en 1990, México ratificó varios estatutos 

de la Organización Internacional del Trabajo, las convenciones 107 y 169, que 

otorgaban derechos a las minorías étnicas y culturales, y de acuerdo a los 

estatutos ratificados por el gobierno mexicano, el estado federal tenía la 

responsabilidad de proteger a esas minorías. Esto le dio bases legales a grupos 

de activistas para presionar al gobierno federal a que se reformara el artículo 4 de 

la Constitución mexicana en 1992. Aún y con la presión de los campesinos, en 

1992, el gobierno mexicano reformó el artículo 27 que habla de la Reforma 

Agraria, lo que rompió la conexión entre gobierno y campesinos. La reforma 

agraria afectaba directamente al estado de Chiapas, por la gran cantidad de 

reclamo de tierras (Castell, 1999; 72 -75). 

La consecuencia del cambio en la Reforma Agraria fue que robo a muchos 

campesinos de la posibilidad de obtener sus tierras, y llegaron a la conclusión de 

que las tierras que habían trabajado por años serían vendidas a otras personas 

(Collier, 2000; 20). Los grupos indígenas buscaban que se reformara el artículo 

para que los indígenas fueran reconocidos como parte de una nación pluricultural. 

Ese mismo año, varios grupos indígenas formaron el grupo '500 años de 

Resistencia Indígena Popular ' que hicieron marchas para luchar por los derechos 

indígenas (Collier, 2000; 22). 

En 1992, junto con la Reforma Agraria se dio la reforma del art. 4 que reconocía la 

composición pluricultural de México, pero aún y cuando los campesinos e 

indígenas habían luchado durante años lado a lado, la coyuntura política y social 

que nació de la reforma del art. 4 le dio al movimiento indígena la oportunidad para 

incrementar su lucha por el derecho de autodeterminación que había empezado 

con el Congreso Indígena en 1974. 
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4.2 Zapatismo v el EZLN 

El E Z L N , o el Ejercito Zapatista de Liberación Nacional, se dieron a conocer en 

1994 cuando un grupo de personas encapuchadas ocuparon Municipios en 

Chiapas, el mismo día que se firmó el Tratado de Libre Comercio con Estados 

Unidos y Canadá. El grupo buscaba desestabilizar el gobierno de Carlos Sal inas 

de Gortari y crear un gobierno socialista en México. Los zapatistas tomaran las 

armas en enero de 1994 bajo el mandando del Subcomandante Marcos, y 

tomaron control de las principales municipalidades del estado, era claro que esta 

no era una revolución tradicional, "el E Z L N buscó constituir un grupo de personas 

cuyas acciones contribuyeran a crear las condiciones para emprender acciones 

armadas al margen de las masas. Estos grupos estaban convencidos de que la 

única manera que tenían para defenderse era con armas. En ese entonces el 

E Z L N se definía como una organización político-militar de corte marxista-leninista" 

(Rodríguez, 2009; 272 - 274). 

Los Zapatistas adoptaron el nombre de Emiliano Zapata y su ideal de T ier ra y 

Libertad' para legitimar sus acciones y denunciar el mercado libre. Los zapatistas 

empezaron una guerra de guerrilla contra el gobierno, y al ser derrotados, los 

zapatistas tomaron otra vía, y lanzaron una campaña mediática en donde 

promulgaban su causa e invitaban a otros grupos sociales a unirse compartiendo 

sus causas, creando un vínculo más fuerte (Lippens, 2003; 188) 

La ideología Zapatista, se deriva de las ideas políticas del líder revolucionario 

Emiliano Zapata, y se ha convertido en una influente tradición política que hace 

énfasis en el restablecimiento de los derechos de los desposeídos y busca justicia 

social. La idea principal proclamada en el Plan de Ayala en 1911 es de la restaurar 

las tierras a sus legítimos dueños, que venían siendo los campesinos, ya que ellos 

eran los que trabajaban las tierras. La Constitución de 1917 incorpora la Reforma 

de la Tierra con la creación de ejidos o tierras comunales, prohibiendo que 
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grandes pedazos de tierras fueran de una sola persona (McLean y McMil lan, 

2009) 

La guerrilla en México estuvo compuesta por movimientos políticos homogéneos o 

grupos étnicos que lucharon contra lo que ven como comportamiento opresivo y 

discriminatorio de los gobiernos, con el fin de reestructurar la sociedad nacional. El 

E Z L N y su movimiento guerrillero fueron combatidos por el ejército mexicano, 

logrando acabar con ellos ese mismo año, a los pocos días de haber iniciado la 

contienda. Al ser derrotados, decidieron tomar otro camino para presionar al 

gobierno (González Pérez, 2006; 322). 

En sus inicios "el E Z L N era un simple conjunto de trabajadores aislados en zonas 

rurales, sin conexiones internacionales, lo cual lo coloca dentro de la categoría de 

movimiento guerrillero" (Rodríguez, 2009; 269). Los indígenas se habían 

preparado para la revolución desde los 80 y con la Primera Declaración de la 

Selva Lacandona, hicieron énfasis en la necesidad de derrocar al Presidente 

Carlos Sal inas de Gortari, debido al fraude electoral que lo había puesto en el 

poder (Lippens, 2003; 187). 

A l término de la corta guerra entre el gobierno y los zapatistas, se proclamaron un 

movimiento de izquierda y han estado utilizando los medios de comunicación 

internacionales para asentarse en México. El Zapatismo se ha convertido en un 

movimiento internacional y han obtenido el apoyo de organizaciones 

internacionales en Estados Unidos y Europa. El E Z L N se mueve con la idea de 

proteger los derechos de los indígenas y la diversidad cultural, así como también 

van en contra del capitalismo y la globalización. Ellos hacen énfasis en la 

necesidad de crear coaliciones que nazcan de las personas para oponerse al 

mundo neoliberal y han concentrado su estrategia y discurso a la sociedad 

internacional y los medios de comunicación, así como a la sociedad civil mexicana 

(McLean y McMil lan, 2009). 
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La nueva estrategia que adoptaron se centraba en el uso del Internet, relaciones 

públicas, marchas y movilizaciones nacionales, que tenían como objetivo 

mantener al grupo en la vista nacional e internacional. De manera que se creó un 

movimiento altamente politizado con un considerable poder a nivel regional y 

visibilidad nacional. Sin embargo, no pudieron vincularse a otros grupos sociales 

politizados para formar una coalición nacional, y tampoco fueron capaces de 

movilizar el apoyo de un partido político que simpatizara con sus demandas e 

ideología, lo que los llevaría a formar parte de la sociedad civil aceptada por la 

sociedad (Vaden, 2003; 311). 

El movimiento zapatista tiene como base las siguientes ideas: la defensa de la 

memoria contra el olvido, la construcción de una nueva patria contra la destrucción 

neoliberal y el ejercicio de nuevas formas de hacer política contra el modelo 

partidista dominante (Harvey, 2005). 

La resonancia social del zapatismo lograda gracias a la construcciones 

discursivas que ha desarrollado a lo largo de su trayectoria, radica en el 

hecho de que logró dejar atrás el lenguaje revolucionario dogmático de los 

primeros documentos dados a conocer públicamente por los .insurgentes 

zapatistas (algunos de ellos fechados a finales de 1993), para dar mayor 

énfasis a las demandas de carácter democrático. Este cambio implicó el 

desarrollo de un nuevo lenguaje, caracterizado por cierta flexibilidad que le 

permitió mezclar reivindicaciones étnicas con demandas de justicia y 

dignidad (De la Rosa , 2006; 11) 

Este cambio discursivo se dio al mismo tiempo que los Zapatistas cambiaban de 

táctica. Cuando el E Z L N empezó su movimiento en 1994, usaron un retorica 

socialista para atraer apoyo de todas partes de la República Mexicana, urbana y 

rural, incluso partes del país que no tuvieran una población indígena grande. El 

grupo demandaba, a favor de estas minorías, del gobierno, tierra, trabajo, casa, 

educación, salud, libertad y derechos para los grupos indígenas, "Su lucha se 

basó en un intento de incorporar a los campesinos indígenas a la sociedad 

mexicana y al proyecto económico, político y cultural para con ello crear una 
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nueva cultura nacional incluyente" (Rodríguez, 2010; 276). Estos fueron los puntos 

que fueron negociados en un principio con el representante del gobierno Camacho 

Solís. Los zapatistas rechazaron los acuerdos con Camacho y convocaron la 

primera convención en Aguascalientes, y después que esta fracasara, el E Z L N 

empezó a convocar a organizaciones indígenas y a demandar cosas 

explícitamente dirigidos a la minoría indígena, específicamente autonomía (Collier, 

2000; 23). 

Así pues, los zapatistas han seguido la misma iniciativa política en su lucha por la 

democracia, la libertad y la justicia y se puede ver claramente en la Sexta 

Declaración de la Selva Lacandona, en donde se reafirman las ideas centrales de 

la iniciativa política. Sin embargo, se pueden ver tintes políticos en las otras 

declaraciones de los Zapatistas, y en ellas proponen acciones para lograr los 

objetivos, como: "la realización de nuevos encuentros intercontinentales en contra 

del neoliberalismo y por la humanidad, una campaña nacional para construir un 

programa de izquierda y una nueva Constitución, así como la promoción de 

nuevas prácticas políticas", que los Zapatistas han impulsado en varias de estas 

ideas en sus juntas de buen gobierno y concejos autónomos en Chiapas (Harvey, 

2005). Desde sus inicios en 1994, el E Z L N ha emitido seis diferentes 

Declaraciones: 

1. Primera Declaración de la Selva Lacandona 1994 - S e definen los 

sujetos en rebelión: indígenas excluidos del modelo capitalista, y hacen un 

llamado al pueblo mexicano para que se una a sus demandas: trabajo, 

tierra, techo, alimentación, salud, independencia, libertad, democracia, 

justicia y paz. También buscan, la formación de un gobierno de transición 

hacia la democracia, que sea capaz de cambiar la orientación del proyecto 

nacional (Rodríguez, 2009; 278 - 279). 

2. Segunda Declaración de la Selva Lacandona 1994 - Atribuye a la 

sociedad civil la capacidad para lograr el cambio político necesario en el 

país. Por tanto, señala la responsabilidad de los partidos políticos para 

lograr la transición a la democracia, de lo contrario, la única alternativa 
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restante sería la guerra. Por otro lado, convocan a toda la ciudadanía a una 

Convención Nacional Democrática de la cual se desprenderían las 

propuestas para elaborar un nuevo proyecto de nación y una nueva 

Constitución que asegure el cumplimiento de la voluntad popular 

(Rodríguez, 2009; 280 - 281). 

3. Tercera Declaración de la Selva Lacandona 1995 - Llama a todas las 

fuerzas políticas y sociales a que formen un Movimiento de Liberación 

Nacional dentro del marco de la Convención Nacional Democrática, 

oponiéndose al partido oficial. Una vez más exige un gobierno de transición 

democrática y la elaboración de una nueva Constitución. Por esta razón, 

Pide a Cuauhtémoc Cárdenas Solórzano que asuma la dirigencia del 

Movimiento de Liberación Nacional. Sus demandas al gobierno incluyen: 1) 

Separar para siempre al gobierno del PRI y terminar con el partido de 

Estado, 2) Una reforma electoral que asegure la transparencia, credibilidad, 

participación de toda la ciudadanía y que reconozca a todas las fuerzas 

políticas. Dicha reforma incluiría nuevas elecciones federales para 

reemplazar al gobierno ilegítimo de Zedillo, 3) Un nuevo poder legislativo 

que cree una nueva Constitución, 4) El reconocimiento de las 

particularidades y el derecho a la ciudadanía y autonomía de las 

comunidades indígenas, 5) Una reorientación del modelo económico de tal 

manera que atienda a la grave desigualdad social (Rodríguez, 2009; 281 -

284). 

4. Cuarta Declaración de la Selva Lacandona 1996 - Propone la formación 

de una fuerza - n o un partido político- capaz de eliminar el sistema de 

partido de Estado que logre la democratización de todo el sistema, no sólo 

del proceso electoral. S e crea el Frente Zapatista de Liberación Nacional, y 

reiteran la demanda por un nuevo poder constituyente y la redacción de una 

nueva Carta Magna (Rodríguez, 2009; 286 - 288). 

5. Quinta Declaración de la Selva Lacandona 1998 - Convoca una 

Consulta Nacional por el Reconocimiento de los Derechos de los Pueblos 
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Indígenas y Por el Fin de la Guerra de Exterminio (Rodríguez, 2009; 288 -

289). 

6. Sexta Declaración de la Selva Lacandona 2005 - Habla de crear 

encuentros intercontinentales en contra del neoliberalismo y por la 

humanidad, y buscan iniciar una campaña para instaurar un programa de 

izquierda y una nueva Constitución (Rodríguez, 2009; 289). 

El gobierno y el E Z L N se sentaron a negociar en 1995, lo cual resultó en los 

acuerdos de San Andrés, en donde el gobierno federal se comprometía a cambiar 

la Constitución Mexicana para dar derechos a las comunidades indígenas de 

México, así como atender las demandas de justicia e igualdad de los indígenas. 

Las promesas hechas por el gobierno atenderían varios temas como: democracia 

y justicia, igualdad y cultura indígena, los derechos de la mujer indígena, y 

bienestar y desarrollo. La propuesta de ley, significaría el reconocimiento 

constitucional de las comunidades y pueblos indígenas como entidades de 

derecho público, dando paso a que éstos pudieran elegir libre y democráticamente 

a sus representantes (Velasco, 2003; 154). 

Años después del los acuerdos, en el 2003, se crea la Comisión Nacional para el 

Desarrollo de los Pueblos Indígenas, bajo el mandato del Presidente Vicente Fox. 

La comisión es un organismo descentralizado de la administración pública federal, 

y tiene como objetivo realizar todas las acciones necesarias para el buen y sano 

desarrollo de los pueblos indígenas, como está establecido en la Constitución 

(artículo 2). Este organismo tiene varias funciones, las cuales se pueden resumir 

en: orientar, coordinar, promover, apoyar, fomentar, dar seguimiento y evaluar los 

programas, proyectos, estrategias y acciones públicos para alcanzar el desarrollo 

integral y sustentable y el ejercicio pleno de los derechos de los pueblos y 

comunidades indígenas (REDD+México, 2010) 

Dos años después de la creación de la comisión, los zapatistas promulgaron la 

Sexta Declaración de la Selva Lacandona en el 2005 y tiempo después se dio la 
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Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 

México respaldo la declaración, votando a su favor en las diferentes instancias de 

la O N U . Sin embargo, la declaración es un instrumento de carácter aspiracional, 

que marca un rumbo a seguir por los países que lo respaldaron, y visto como el 

rumbo que el derecho internacional debe de seguir. Por lo que, no es 

jurídicamente vinculante para los Estados, es más bien un compromiso moral. Por 

otro lado, la declaración fortalece los instrumentos internacionales para el apoyo a 

los derechos humanos, ya que lleva a la práctica los derechos enunciados. S e 

puede ver como un reto compartido por la sociedad internacional (CDI, 2010). 

El EZNL , a diferencia de otros grupos, logró vincular su lucha con la creciente 

desafección de los grupos indígenas y su identidad con los efectos desastrosos 

del mercado globalizado que sufrían los granjeros locales (Vaden, 2003; 311). El 

acercamiento neoliberal a la transición económica, tenía un marco de referencia 

legal débil y pocos métodos para prevenir conflictos de interés. Esto reprodujo 

actitudes ya presentes en el régimen y ayudó al crecimiento de la falta de 

confianza en el estado y la cultura política vigente (Dvoráková, 2008; 583). 
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5. Los Acuerdos de San Andrés 

Los Acuerdos de San Andrés Larraínzar, Chiapas, fueron los acuerdos que se 

firmaron en 1996 entre el gobierno federal y el EZNL , y son los primeros acuerdos 

sobre derechos indígenas en México. Las negociaciones fueron llevadas a cabo 

por un grupo de académicos e intelectuales identificados con las demandas de los 

grupos indígenas (Sámano et al , 2000; 105). Éstos se articularon en torno a 

mesas de trabajo en donde se discutieron las grandes temáticas que abarcaban el 

universo de las demandas de los pueblos indígenas (López y Rivas, 2005; 59). 

Las negociaciones estaban divididas en cuatro diferentes mesas: 1) Derechos y 

cultura indígena, 2) Democracia y justicia, 3) Bienestar y desarrollo, y 4) Derechos 

de la mujer (Velasco, 2003; 153). 

Es decir, éstos tenían como motivo central terminar con la desigualdad, la 

discriminación, la explotación y la exclusión política dirigida hacia los pueblos 

indios. Las dos partes involucradas plasmaron en ellos, por medio del consenso, 

un marco que contemplara el reconocimiento en la Constitución de los derechos 

de los pueblos indios. Sus derechos individuales, de personas, y sus derechos 

colectivos. Las reformas constitucionales e institucionales derivadas de estos 

acuerdos significarían una modificación sustancial del pacto social que el estado 

tenía la obligación de reflejar con nitidez, modificando leyes y códigos de todo tipo 

para hacer coherentes los ordenamientos establecidos por los acuerdos 

(Hernández y Vera , 1998; 9) 

En resumen, los primeros acuerdos que se firmaron apuntaban hacia las 

modificaciones constitucionales en materia de derechos de los indígenas, y en 

donde el gobierno se comprometía a reconocer la autonomía, libre determinación 

y autogestión de los pueblos indígenas por medio de (Sámano et al, 2000; 107): 

1. Reconocer a los indígenas en la constitución general 

2. Ampliar participación y representaciones políticas 

3. Garantizar acceso pleno a la justicia 
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4. Promover las manifestaciones culturales 

5. Asegurar educación y capacitación 

6. Garantizar la satisfacción de necesidades básicas 

7. Impulsar la producción y empleo 

8. Proteges a los indígenas migrantes 

Era la forma de reconocerles a los pueblos indígenas sus derechos políticos, 

económicos, sociales y culturales en la constitución mexicana. 

Un año antes de la firma de los acuerdos, la primera Asamblea Nacional Indígena 

Plural por la Autonomía (ANIPA) se celebró, y ésta tenía como objetivo iniciar la 

elaboración de una iniciativa de ley que reconociera el derecho de los pueblos 

indígenas a poner en práctica la autonomía indígena. La ANIPA quería continuar 

el proyecto de la construcción de regiones autónomas que había presentado la 

fracción parlamentaria del P R D a la Cámara de Diputados en 1990. También, 

buscaban proyectar a nivel nacional la iniciativa de la creación de las regiones 

autónomas y a través de la ésta se logró establecer consensos generales en torno 

a que la reinserción de los indígenas al estado mexicano debía de ser a través de 

la autonomía (Velasco, 2003; 151 - 152). 

5.1 Negociaciones 

Mucho antes del inicio de las negociaciones o del mismo levantamiento Zapatistas 

en 1994, se llevaba a cabo una guerra de baja intensidad en el estado de Chiapas. 

El grupo paramilitar, Paz y Justicia, liderado por Samuel Sánchez Sánchez - ex -

líder del sindicato de maestros de Chiapas y desde 1995 diputado del PRI en el 

congreso de Chiapas - fue acusada de usar violencia para destruir las 

comunidades zapatistas del Norte de Chiapas. Los choles se empezaron a 

radicalizar desde 1989, cuando el apoyo a agricultura del café los dejo en 

condiciones precarias debido a la baja del precio y la falta de apoyo 

gubernamental. A l sentirse abandonada, la comunidad chol, rompió sus vínculos 

con el gobierno federal, lo que resultó en varias trifulcas, sobre todo después de 
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las elecciones en donde la comunidad había apoyado al candidato del P R D pero 

hubo fraude electoral, por lo que el grupo de Paz y Justicia intervino usando 

violencia extrema contra los grupos indígenas (Harvey, 2001; 165 - 1 6 6 ) . 

Tiempo después, antes del inicio de las negociaciones formales entre ambas 

partes, el gobierno envió al Secretario de Gobernación, Esteban Moctezuma, para 

conversar con la dirigencia Zapatista y llegar a un acuerdo de negociaciones. No 

obstante, fue una maniobra del poder federal, y a que en febrero el Presidente 

Zedillo ordenó un ataque sorpresivo a territorio zapatista. Mientras que las tropas 

avanzaban, el presidente aparecía en la televisión dando la lista y anunciando 

órdenes de aprehensión. Los zapatistas lograron replegar sus fuerzas sin tener 

pérdidas importantes. Una de las conjeturas que salieron del ataque fue la 

necesidad del poder federal de recortar el territorio zapatista y reforzar el cerco 

militar en Chiapas, a fin de tener la ventaja en las negociaciones (Díaz-Polanco, 

2007; 185 -186) . 

Para el inicio de las negociaciones entre el gobierno y el E Z L N , se creó, en marzo 

de 1995, una ley para Diálogo y la Reconciliación en Chiapas de la cual nació la 

Comisión de Concordia y Pacificación (COCOPA) y se reconoció la Comisión 

Nacional de Intermediación (CONAI), que era coordinada por el Obispo de San 

Cristóbal, Samuel Ruiz, como instancia mediadora (Sámano et al, 2000; 107). La 

ley para el diálogo, en cuyo primer artículo definía al E Z L N como una organización 

de ciudadanos mexicanos, mayoritariamente indígenas, inconformes por diversas 

causas, por las cuales se involucraron en el conflicto, eliminaba la connotación 

policiaca que el gobierno le había impuesto al conflicto, según el cual los 

zapatistas eran delincuentes comunes, pero también quedaban atados a una ley 

que los amparaba siempre y cuando mantuvieran el diálogo y la negociación. Por 

otro lado, la ley también comprometía al gobierno con una línea de actuación, en 

donde su artículo segundo hablaba de pactar bases para atender las causas que 

originaron el conflicto y promover soluciones consensadas a diversas demandas 

de carácter político, social, cultural y económico (Díaz-Polanco; 2007; 186). 
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Por consiguiente, gracias a la ley, el E Z L N se convertía en una parte negociadora 

con la que se debía buscar un acuerdo de concordia y pacificación para alcanzar 

una solución justa, digna, y duradera al conflicto armado. Con este fin, la ley (art. 

4) suspendía los procedimientos iniciados contra los rebeldes, las ordenes de 

aprehensión ya dictadas, así como las investigaciones de la Procuraduría General 

de la República. También establecía (art.5) que el gobierno federal y el E Z L N 

pactarían las bases para el dialogo y la negociación (Díaz-Polanco; 2007; 186). 

Junto con la ley se creó la Comisión de Concordia y Pacificación (COCOPA) que 

tenía como objetivo mediar y procurar la paz entre ambas partes (Díaz-Polanco, 

2009; 65). La comisión estaba conformada por diputados y senadores de las 

fracciones parlamentarias de los distintos partidos políticos representados en el 

Congreso de la Unión (López y Rivas, 2005; 60). De ahí se instauró la mesa para 

el diálogo y el primer tema que se abordó en octubre del mismo año fue el de 

derechos y cultura indígena (Sámano et al, 2000; 107). 

De ahí que, ese mismo año, en abril de 1995, se acordó entre una representación 

del poder federal y del E Z L N , las bases para el diálogo y la negociación, y los 

principios para las negociaciones. De manera protocolaria se establecieron las 

Bases para el Diálogo y la Negociación de un Acuerdo de Concordia y Pacificación 

con Justicia y Dignidad entre el Gobierno Federal y el E Z L N ; y unos días antes del 

inicio formal del dialogo, el Reglamento para el Funcionamiento de las Mesas y 

Grupos de Trabajos. Estos ordenamientos debían de enmarcar las negociaciones 

entre el gobierno federal y el E Z L N hasta que se terminaran las cuatro mesas de 

dialogo (Velasco, 2003; 152). 

A pesar de que la primera ronda de negociaciones, de la primera mesa, no tuvo 

éxito, se obtuvieron los puntos importantes a negociar para la siguiente. Por lo que 

durante la segunda ronda de negociaciones se centró en discernir el alcance que 

deberían de tener los acuerdos, en donde la delegación Zapatista insistía en un 
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alcance nacional, mientras que la delegación federal optaba por que los acuerdos 

tuvieran un carácter local. E l E Z L N y sus asesores, con la ayuda de la C O C O P A y 

CONAI , convocaron la celebración del Foro Nacional Indígena (FNI), con el fin de 

demostrarle a la delegación gubernamental que había un actor colectivo indígena 

que no sólo respaldaban al E Z L N en la mesa, si no también esperaban que los 

resultados de las negociaciones beneficiaran a los indígenas de todo el país, y a 

pesar de todo, el 16 de febrero de 1996, se firmó el acuerdo con alcance nacional 

(Velasco, 2003; 153). 

El E Z L N y su equipo identificaron a la autonomía como la contribución de los 

pueblos indígenas a la necesaria transición a la democracia, con la condición de 

que ésta tuviera una profunda reforma al Estado, y que se asegurara en la 

Constitución como un derecho pleno, para luego poder reglamentarlo tomando en 

cuenta las distintas particularidades. La síntesis advertía que si no había una 

reorientación de la política económica, un reforzamiento del gasto social, y una 

reforma profunda y consensada del marco constitucional y político en conjunto, la 

autonomía carecería de sustento (Díaz-Polanco 2007; 189). 

Por el lado del gobierno, los miembros del Instituto Nacional Indígena, que 

formaban parte del grupo gubernamental de negociadores, buscaban encontrar un 

modelo adecuado de autonomía que enmarcara la lógica indigenista. Esto 

requería no rehusar tajantemente la propuesta indigenista, sino transformarla de 

raíz, y aceptar ciertos cambios constitucionales. El INI se mantuvo a favor de la 

autonomía representada por su propuesta. Sin embargo, la propuesta que 

provenía del INI era muy similar a la de los adversarios, y los demás miembros del 

equipo del gobierno optaron por excluirlos de las negociaciones (Díaz-Polanco; 

2007; 195). 

En otras palabras, la propuesta de la INI destacaban varios puntos importantes: 1) 

el reconocimiento de la comunidad como entidad de derecho público y ámbito de 

la autonomía que conciben, 2) la asociación o coordinación de comunidades y de 
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municipios, y 3) reformas pertinentes, especialmente en los artículos 4 y 115 de la 

Constitución. Esta propuesta tenía varias implicaciones, como la creación de un 

piso adicional del gobierno que sería el encargado de reproducir la atomización, la 

dispersión y la desarticulación política, al cerrar las puertas a autonomía de 

escalas municipal y regional. Para compensar las consecuencias de lo anterior, se 

demandaba la creación de entidades autónomas que permitiesen articular política, 

socioeconómica y culturalmente a comunidades, pueblos y regiones por la 

coordinación de actividades comunales, por lo que sería necesario reconocer lo 

que ya existe y practican las comunidades, para configurar un Estado democrático 

y multiétnico. Sin embargo, estas implicaciones reducían la autonomía a un 

reconocimiento de status quo (Díaz-Polanco, 2007; 1 9 6 - 1 9 7 ) . 

Debido a los contratiempos vistos en las primeras dos negociaciones de la primera 

mesa, era necesario que ambas partes tuvieran para el inicio de la tercera fase, 

sus propuestas documentadas como base para buscar las convergencias. El 

documento presentado por el E Z L N recogía los acuerdos de sus asesores, 

invitados y las resoluciones del Foro Nacional Indígena. Éste contenía principios y 

consideraciones generales como formulaciones precisas para las reformas 

necesarias para dar satisfacción a las demandas de los pueblos indígenas (Díaz-

Polanco, 2007; 197). 

El E Z L N presentó su propuesta que abarcaba cuatro puntos importantes: 1) las 

reformas constitucionales requeridas para el establecimiento de gobiernos 

autónomos en comunidades, municipios y regiones, asegurar el pleno ejercicio de 

los derechos indígenas; 2) las reformas constitucionales en el Estado de Chiapas; 

3) las reformas a leyes secundarias; 4) las acciones y medidas inmediatas para 

comenzar a implementar los cambios. El documentos zapatista constituía un 

programa político, constitucional y legal de amplio espectro para sentar las bases 

de un nuevo Estado y unas nuevas relaciones socioculturales en el país (Díaz-

Polanco, 2007; 198). 
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Por su lado, el documento del gobierno tenía como estrategia oficial bajarle el 

perfil a la autonomía como demanda central y modificar su contenido, llevar las 

negociaciones hacia la elaboración de documentos de carácter general, obviando 

las referencias a reformas jurídico-políticas puntuales, y trasladar a las legislaturas 

locales la especificación de los derechos de los pueblos. Esto lograría prolongar el 

proceso de diálogo en los ámbitos estatales (Díaz-Polanco, 2007; 198). 

Durante las negociaciones y el subsecuente rechazó del EZLN hacia la propuesta 

gubernamental, E l FNI y el E Z L N convocaron la celebración del Congreso 

Nacional Indígena (CNI), con el fin de de encontrar una vía para apresurar el 

cumplimiento de los acuerdos. El CNI funcionaría como una comisión técnica 

legislativa que se dedicaría a elaborar una propuesta de reformas constitucionales. 

Ésta sería presentada a los miembros de la C O C O P A para que la enviaran a las 

cámaras del poder legislativo mexicano. Sin embargo, la C O C O P A no envió la 

propuesta e hizo pública una iniciativa de su propia factura, que el E Z L N aprobó 

ya que recogía con fidelidad el contenido de los acuerdos (Velasco, 2003; 163). La 

propuesta de la C O C O P A reconocía a los pueblos indígenas como sujetos 

colectivos de derecho y su derecho a la libre determinación expresado en el 

régimen de autonomía. En consecuencia a esto se les reconocería una serie de 

derechos políticos, económicos, de acceso de impartición a la justicia, culturales y 

de protección a indígenas migrantes (López, 2005; 98). Por su lado, el Poder 

Ejecutivo rechazó la propuesta y presentó una diferente el 19 de diciembre de 

1996. La propuesta del Ejecutivo era completamente diferente a la de la 

C O C O P A , y se volvió un obstáculo directo al cumplimiento de los Acuerdos de 

San Andrés (Velasco, 2003; 163 - 164). 

Aún después de todos los obstáculos que ambas partes pudieron sobrellevar, se 

firmaron los acuerdos en febrero de 1996. Sin embargo, el gobierno presentó al 

Congreso de la Unión una propuesta unilateral en materia de derechos indígenas 

en marzo de 1998. Ésta se apartaba de lo acordado en los Acuerdos de San 

Andrés, y contradecía la propuesta de la C O C O P A . El E Z L N no aceptó lo 
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propuesto por el gobierno federal ya que era una violación directa a las promesas 

hechas por el Estado, y era un obstáculo para lograr la paz entre ambas partes 

(López, 2005; 100). 

Puesto que, las divergencias entre la propuesta unilateral y la de la C O C O P A eran 

extensivas, pero una de las más importantes era la referida al sujeto titular de los 

derechos colectivos, especialmente el de libre determinación, así como el acceso 

al uso y disfrute de los recursos naturales, el derecho de los pueblos indígenas al 

acceso y operación de medios de comunicación, el derecho al desarrollo y el 

acceso a la riqueza nacional (López, 2005; 1 0 0 - 1 0 1 ) . 

El presidente Zedillo rechazó la propuesta hecha por la C O C O P A para elevar los 

Acuerdos de San Andrés a rango constitucional, particularmente en el terreno de 

la autonomía a las comunidades indígenas. Esto provocó que las comunidades se 

sintieran traicionadas; por ello, comenzaron un movimiento para promulgar el 

acuerdo en la práctica mediante el establecimiento de municipios autónomos y 

gobiernos paralelos en Chiapas. A partir de ese momento se rompe el diálogo y 

Ernesto Zedillo abandona el proyecto de resolver el conflicto por la vía pacífica: 

presiona militarmente, aumenta la violencia -sobre todo con la masacre de Acteal 

en 1997- y desmantela municipios autónomos mediante el uso de la fuerza en 

1998 (Rodríguez, 2009; 287 - 288). 

La masacre de Acteal fue un caso de varios, en donde grupos paramilitares 

operaban impunemente en el estado de Chiapas. E l 22 de diciembre de 1997 un 

grupo armando y entrenado por el gobierno asesinaron a 45 indígenas mientras 

rezaban. Las víctimas era miembros de una cooperativa pacifica local, Las Abejas, 

la cual compartía los ideales de los zapatistas pero no sus métodos. Por su lado, 

los defensores de los derechos humanos argumentaron que el ataque formó parte 

de la estrategia de contrainsurgencia del gobierno, y demandaron acciones para 

terminar con los grupos paramilitares. Sin embargo, el gobierno del presidente 

Zedillo fortaleció la ofensiva en contra de las bases zapatistas a partir de 1998, 
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creando así, mayores tensiones entre los grupos y alejándose de la posibilidad de 

paz (Harvey 2001; 168). 

En la iniciativa unilateral del poder Ejecutivo se aceptaba la pluriculturalidad de 

México e identificaba a los pueblos indígenas como aquellos que descendían de 

las poblaciones que habitaban el país antes de que se establecieran las fronteras 

de México y que conversaban sus instituciones sociales, económicas, culturales y 

políticas. Sin embargo, aún y cuando se reconocerían la existencia de los pueblos 

indígenas, sólo se reconocerían los derechos a las comunidades en donde se 

asienten (López, 2005; 101). Otras de las discrepancias, como ya se mencionó 

con anterioridad, se basa en el derecho de los pueblos indígenas sobre los 

recursos naturales, en donde el gobierno negaba el derecho por medio de técnicas 

jurídicas, especificando que podrían disponer de los recursos que no fueran 

dominio directo de la nación (López, 2005; 102). Por otro lado, el derecho al 

acceso a los medios de comunicación estaba obstaculizado por las leyes de la 

materia vigente. En materia de educación, el gobierno propuso que el sería el 

encargado de crear los programas educativos para los indígenas, y sólo concedía 

a los pueblos el papel de consultoría acerca de los mismos y de los temas 

regionales incorporados. En cuanto se refiere al acceso de los pueblos indígenas 

a la riqueza nacional, el gobierno proponía un principio al modificar el art. 26 de la 

Constitución, pero no especificaba como lograría crear una igualdad entre los 

pueblos y los demás ciudadanos mexicanos (López, 2005; 103 -104) . 

Estas eran las principales objeciones a la iniciativa de reforma constitucional en 

materia de derechos indígenas. A ellas hay que agregar que, por la forma en que 

estaban redactadas, muchas de las disposiciones no contenían derechos sino 

expectativas de ellos, que al reglamentarse podían disolverse en aire, y al 

modificarse el sujeto titular de los derechos se modificaba el sentido de éstos 

(López, 2005; 104). 
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Durante las negociaciones de la primera mesa, el E Z L N empezó a vincularse con 

grupos de la sociedad civil buscando una solución pacífica al movimiento. La 

sociedad civil se convertiría en un puente entre lo local y nacional, en especial 

caravanas de varias universidad y la coalición de organizaciones no 

gubernamentales nacionales (ESPAZ) . La sociedad civil fue parte de la 

Convención Democrática Nacional, que tenía como objetivo apoyar al E Z L N y su 

objetivo de una nueva democracia mexicana (Harvey, 2005; 204 - 205). 

Por consiguientes, de las estas convenciones nació el Frente Zapatistas de 

Liberación Nacional que era un frente civil que fue creado para articular las 

diferentes ideas nacidas de las convenciones nacionales. También, querían 

formular propuestas para el inicio de la segunda mesa de negociaciones. Estas 

propuestas habían sido creadas resumiendo las necesidades tanto del E Z L N 

como de la sociedad en general. El apoyo de la sociedad civil logró crear un frente 

zapatista más fuerte y completo (Harvey, 2005; 208 - 210). 

Antes del inicio de la segunda mesa de negociaciones, el E Z L N convocó, con la 

ayuda de la C O C O P A , el Foro Nacional para la Reforma del Estado. En el foro 

participaron las principales fuerzas políticas y movimientos sociales de México, y 

tenía como objetivo el cumplimiento de los Acuerdos de San Andrés. Sin embargo, 

tiempo después, no se logró dar continuidad a la segunda mesa de negociaciones 

"Democracia y justicia". Por lo mismo, el EZLN decidió enfocarse en lograr el 

gobierno federal cumpliera el documento firmado en la primera mesa de 

negociaciones, y lograr las reformas necesarias en la Constitución Mexicana 

(Velasco, 2003; 1 6 2 - 1 6 3 ) . 

5.2 Reformas constitucionales 

Después de mandar la propuesta unilateral acerca de los derechos de los pueblos 

indígenas, el gobierno federal invitó a los gobiernos de los estados a promover 

reformas en materia indígena en sus constituciones con un perfil similar al de la 
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iniciativa que presentó el Presidente de la República en 1998. De 1998 hasta el 

2000, se reformaron seis constituciones de los estados de la República. López 

Barcena (2005; 109) comenta que en todas esas reformas eran un ensayo de un 

nuevo método de legislar, un intento de consagrar derechos cuando en realidad no 

era así. Principalmente porque es de materia federal consagrar los derechos y 

también porque se da a los conceptos utilizados contenidos que no tienen. 

Tiempo después, gracias a la derrota del Partido Revolucionario Institucional (PRI) 

en el 2000, dio paso a un proceso legislativo mediante el cual se reformó la 

Constitución con la finalidad de reconocer los derechos de los pueblos indígenas. 

Con la reforma se buscaba resolver las causas que dieron origen al levantamiento 

de los indígenas bajo el E Z L N . Con las reformas se trataban de cumplir lo pactado 

bajo los Acuerdos de San Andrés (López, 2005; 116). 

El Presidente de la República, Vicente Fox Quesada, envió la iniciativa al Senado 

de la República, dejando que los senadores la modificaran en sus partes 

sustantivas. La sociedad protestó, igual que el E Z L N y CNI pero el acuerdo ya 

estaba amarrado entre la clase política. Los debates dentro del Senado 

comenzaron con la conformación de una Subcomisión Plural sobre la Reforma 

Constitucional en Materia Indígena, que estaba conformada por las comisiones de 

Puntos Constitucionales, de Estudios Legislativos y de Asuntos Indígenas (López, 

2005; 117). 

Después de la deliberación del Senado, en abril del 2001, se aprobó un dictamen 

sobre el Proyecto de Derecho en Materia de Derecho y Cultura Indígena 

modificando sustancialmente la iniciativa de reforma presentada por el Ejecutivo. 

El Congreso Nacional Indígena rechazó el dictamen del Congreso de la Unión. Sin 

embargo, en agosto del mismo año se publicó el decreto de reforma constitucional 

por virtud del cual se modificaron varios de los artículos de la Constitución Federal 

para incluir en ella los derechos de los pueblos indígenas. Los artículos que hacen 

referencia a los pueblos indígenas son: artículo. 2, que sustituyó al artículo 4., el 
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artículo 18 párrafo sexto, el artículo 27, fracción VII, párrafo segundo y el 115, 

fracción tercera (López, 2005; 119). Los artículos que fueron reformados en 

materia indígena son los siguientes: se adiciona un segundo y tercer párrafos al 

artículo 1 o ; se reforma el artículo 2 o ; se deroga el párrafo primero del artículo 4 o ; y 

se adiciona un sexto párrafo al artículo 18 y un último párrafo a la fracción tercera 

del artículo 115. 

Artículo Dictamen 
1 En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las 

garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restringirse 
ni suspenderse, sino en los casos y con las condiciones que ella misma 
establece. 

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los 
esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por 
este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes. 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o 
nacional, el género, la edad, las capacidades diferentes, la condición 
social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las 
preferencias, el estado civil o cualquier otra que atente contra la 
dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos 
y libertades de las personas 

2 La Nación Mexicana es única e indivisible. 

La Nación tiene una composición pluricultural sustentada originalmente 
en sus pueblos indígenas que son aquellos que descienden de 
poblaciones que habitaban en el territorio actual del país al iniciarse la 
colonización y que conservan sus propias instituciones sociales, 
económicas, culturales y políticas, o parte de ellas. 

La conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio fundamental 
para determinar a quienes se aplican las disposiciones sobre pueblos 
indígenas. 

Son comunidades integrantes de un pueblo indígena, aquéllas que 
formen una unidad social, económica y cultural, asentadas en un 
territorio y que reconocen autoridades propias de acuerdo con sus usos 
y costumbres. 

El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación se ejercerá 
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en un marco constitucional de autonomía que asegure la unidad 
nacional. El reconocimiento de los pueblos y comunidades indígenas se 
hará en las constituciones y leyes de las entidades federativas, las que 
deberán tomar en cuenta, además de los principios generales 
establecidos en los párrafos anteriores de este artículo, criterios 
etnolingüísticos y de asentamiento físico. 

A . Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y 
las comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, 
a la autonomía para: 

I. Decidir sus formas internas de convivencia y organización social, 
económica, política y cultural. 

II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y 
solución de sus conflictos internos, sujetándose a los principios 
generales de esta Constitución, respetando las garantías 
individuales, los derechos humanos y, de manera relevante, la 
dignidad e integridad de las mujeres. La ley establecerá los casos 
y procedimientos de validación por los jueces o tribunales 
correspondientes. 

III. Elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas 
tradicionales, a las autoridades o representantes para el ejercicio 
de sus formas propias de gobierno interno, garantizando la 
participación de las mujeres en condiciones de equidad frente a 
los varones, en un marco que respete el pacto federal y la 
soberanía de los estados. 

IV. Preservar y enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos los 
elementos que constituyan su cultura e identidad. 

V. Conservar y mejorar el habitat y preservar la integridad de sus 
tierras en los términos establecidos en esta Constitución. 

VI. Acceder, con respeto a las formas y modalidades de propiedad 
y tenencia de la tierra establecidas en esta Constitución y a las 
leyes de la materia, así como a los derechos adquiridos por 
terceros o por integrantes de la comunidad, al uso y disfrute 
preferente de los recursos naturales de los lugares que habitan y 
ocupan las comunidades, salvo aquéllos que corresponden a las 
áreas estratégicas, en términos de esta Constitución. Para estos 
efectos las comunidades podrán asociarse en términos de ley. 

VII. Elegir, en los municipios con población indígena, 

54 



representantes ante los ayuntamientos. 

Las constituciones y leyes de las entidades federativas 
reconocerán y regularán estos derechos en los municipios, con el 
propósito de fortalecer la participación y representación política de 
conformidad con sus tradiciones y normas internas. 

VIII. Acceder plenamente a la jurisdicción del estado. Para 
garantizar ese derecho, en todos los juicios y procedimientos en 
que sean parte, individual o colectivamente, se deberán tomar en 
cuenta sus costumbres y especificidades culturales respetando los 
preceptos de esta Constitución. Los indígenas tienen en todo 
tiempo el derecho a ser asistidos por intérpretes y defensores que 
tengan conocimiento de su lengua y cultura. 

Las constituciones y leyes de las entidades federativas 
establecerán las características de libre determinación y 
autonomía que mejor expresen las situaciones y aspiraciones de 
los pueblos indígenas en cada entidad, así como las normas para 
el reconocimiento de las comunidades indígenas como entidades 
de interés público. 

B. La Federación, los Estados y los Municipios, para promover la 
igualdad de oportunidades de los indígenas y eliminar cualquier práctica 
discriminatoria, establecerán las instituciones y determinarán las 
políticas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos de los 
indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las 
cuales deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos. 

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pueblos y 
comunidades indígenas, dichas autoridades, tienen la obligación de: 

I. Impulsar el desarrollo regional de las zonas indígenas con el 
propósito de fortalecer las economías locales y mejorar las 
condiciones de vida de sus pueblos, mediante acciones 
coordinadas entre los tres órdenes de gobierno, con la 
participación de las comunidades. Las autoridades municipales 
determinarán equitativamente las asignaciones presupuéstales 
que las comunidades administrarán directamente para fines 
específicos. 

II. Garantizar e incrementar los niveles de escolaridad, 
favoreciendo la educación bilingüe e intercultural, la alfabetización, 
la conclusión de la educación básica, la capacitación productiva y 
la educación media superior y superior. Establecer un sistema de 
becas para los estudiantes indígenas en todos los niveles. Definir 
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y desarrollar programas educativos de contenido regional que 
reconozcan la herencia cultural d e sus pueblos, de acuerdo con 
las leyes de la materia y en consulta con las comunidades 
indígenas. Impulsar el respeto y conocimiento de las diversas 
culturas existentes en la nación. 

III. Asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud mediante 
la ampliación de la cobertura del sistema nacional, aprovechando 
debidamente la medicina tradicional, así como apoyar la nutrición 
de los indígenas mediante programas de alimentación, en especial 
para la población infantil. 

IV. Mejorar las condiciones de las comunidades indígenas y de 
sus espacios para la convivencia y recreación, mediante acciones 
que faciliten el acceso al financiamiento público y privado para la 
construcción y mejoramiento de vivienda, así como ampliar la 
cobertura de los servicios sociales básicos. 

V. Propiciar la incorporación de las mujeres indígenas al 
desarrollo, mediante el apoyo a los proyectos productivos, la 
protección de su salud, el otorgamiento de estímulos para 
favorecer su educación y su participación en la toma de decisiones 
relacionadas con la vida comunitaria. 

VI. Extender la red de comunicaciones que permita la integración 
de las comunidades, mediante la construcción y ampliación de 
vías de comunicación y telecomunicación. Establecer condiciones 
para que los pueblos y las comunidades indígenas puedan 
adquirir, operar y administrar medios de comunicación, en los 
términos que las leyes de la materia determinen. 

VII. Apoyar las actividades productivas y el desarrollo sustentable 
de las comunidades indígenas mediante acciones que permitan 
alcanzar la suficiencia de sus ingresos económicos, la aplicación 
de estímulos para las inversiones públicas y privadas que 
propicien la creación de empleos, la incorporación de tecnologías 
para incrementar su propia capacidad productiva, así como para 
asegurar el acceso equitativo a los sistemas de abasto y 
comercialización. 

VIII. Establecer políticas sociales para proteger a los migrantes de 
los pueblos indígenas, tanto en el territorio nacional como en el 
extranjero, mediante acciones para garantizar los derechos 
laborales de los jornaleros agrícolas; mejorar las condiciones de 
salud de las mujeres; apoyar con programas especiales de 
educación y nutrición a niños y jóvenes de familias migrantes; 
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velar por el respeto de sus derechos humanos y promover la 
difusión de sus culturas. 

IX. Consultar a los pueblos indígenas en la elaboración del Plan 
Nacional de Desarrollo y de los estatales y municipales, y, en su 
caso, incorporar las recomendaciones y propuestas que realicen. 

Para garantizar el cumplimiento de las obligaciones señaladas en este 
apartado, la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, las 
legislaturas de las entidades federativas y los ayuntamientos, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, establecerán las partidas 
específicas destinadas al cumplimiento de estas obligaciones en los 
presupuestos de egresos que aprueben, así como las formas y 
procedimientos para que las comunidades participen en el ejercicio y 
vigilancia de las mismas. 

Sin perjuicio de los derechos aquí establecidos a favor de los indígenas, 
sus comunidades y pueblos, toda comunidad equiparable a aquéllos 
tendrá en lo conducente los mismos derechos tal y como lo establezca 
la ley 

4 S e deroga el primer párrafo del artículo. 
18 Los sentenciados, en los casos y condiciones que establezca la ley, 

podrán compurgar sus penas en los centros penitenciarios más 
cercanos a su domicilio, a fin de propiciar su reintegración a la 
comunidad como forma de readaptación social 

115 Fracción III 

Último párrafo 

Las comunidades indígenas, dentro del ámbito municipal, podrán 
coordinarse y asociarse en los términos y para los efectos que prevenga 
la ley. 

(CEDOZ, 2011) 

Las reformas constitucionales en materia indígena del 2001, redujo la autonomía 

al ámbito comunal, y negó a la comunidades el carácter de entidades de derecho 

público. También remitió a las constituciones y leyes locales el reconocimiento de 

los pueblos y comunidades indígenas, así como la facultad de establecer las 

características de libre determinación y autonomía, en lugar de hacerlo en la 

Constitución. Por otro lado, restringió la aplicación de los sistemas normativos 

internos y las practicas jurídicas de los pueblos. Eliminó el acceso colectivo al uso 
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y disfrute de los recursos naturales en los territorios, y estableció otros candados 

(Díaz-Polanco, 2009; 66). 

También dejo fuera todo el sustento, establecido por la C O C O P A en el art 115, 

para el ejercicio de la libre determinación en cada uno de los ámbitos y niveles en 

que hagan valer su autonomía. Desapareció la facultad de las comunidades y de 

los municipios, que reconozcan su pertenencia a un pueblo indígena para 

asociarse libremente y ejercer así algunos derechos en niveles supracomunales 

que favorezcan su recomposición gradual como pueblos. De la misma manera, al 

eliminar las propuestas hechas por la C O C O P A para la reforma de los artículos 53 

y 116, suprimió la garantía de los pueblos indígenas de poder alcanzar 

representación en los congresos locales y de la Unión por el principio de mayoría 

relativa (Díaz-Polanco, 2009; 66). 

El dictamen de reforma constitucional destaca el interés de delimitar la comunidad 

indígena como un lugar de la indianidad, el único, por tanto, donde se encuentra la 

univoca relación entre pueblo y territorio. El dictamen de 2001 se convierte en un 

marco federal general en cuantos a las normas y leyes estatales sobre la cuestión 

indígena y de autonomía (De la Fuente, 2008; 126). 

5.3 Los Zapatistas después de los Acuerdos de San Andrés 

Una vez que se agotaron los recursos legales para exigir el cumplimiento de los 

acuerdos - comprendiendo la apelación ante la Suprema Corte que fue 

desatendida --, la reacción del Z L N fue impulsar las autonomías de de facto en los 

territorios rebeldes. Así, a partir del 2003, se pusieron en marcha los Caracoles y 

las Juntas de Buen Gobierno (Díaz-Polanco, 2009; 67). 

A través de un comunicado "Chiapas: la treceava estela", los zapatistas dieron a 

conocer su plan de pasar de los Aguascalientes hacia las Juntas de Buen 

Gobierno y los Caracoles, con el objetivo de: 1) de llevar a la práctica sus ideas de 
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gobierno autónomo, y 2) evita seguir recibiendo limosnas y/o la imposición de 

proyectos externos por parte de la sociedad civil nacional e internacional 

(Martínez, 2006; 218) 

Las J B G y los Caracoles son el resultado de la reorganización político-territorial 

del zapatismo. En resumidas cuentas, son el producto de un proceso que implica 

la creación de un nivel diferente - en el ordenamiento de México, superior al 

municipal pero inferior al estatal - para cuidar los procesos autonómicos 

zapatistas (Martínez, 2006; 223). 

Las J B G son órganos colectivos de autogobierno comprendidos para coordinar y 

ordenar el funcionamiento de las regiones zapatistas. Cada junta está integrada 

por delegados de los respectivos consejos de los Municipios Autónomos Rebeldes 

Zapatistas (Marez), que a su vez, son elegidos por los miembros de sus 

respectivas comunidades. Los integrantes de las J B G son designados de forma 

rotativa y no están autorizados a definir su curso de acción, sino que, se aplica el 

principio zapatista de "mandar obedeciendo", deben procurar y asegurar que las 

decisiones acordadas en las comunidades y municipios se lleven a la práctica. Por 

lo que, el trabajo de la junta requiere un proceso de consulta a las comunidades 

(Díaz-Polanco, 2009; 67). 
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Nombre de la 
JBG 

Nombre dei Caracol Ubicación Municipios autónomos que 
Muya 

"Hádala 
esperanza" (JBG 
Sehra fronteriza) 

Caracol "Madre de los 
caracoles del mar de 
nuestros sueños" (La 
Realidad) 

Abarca desde Marqués de 
CnmiBn\ la región de Montes 
Azules, y todos los municipios 
fronterizos con Guatemala hasta 
Tapachuia 

"General EnBano Zapata", 
"San Pedro de Michoacan", 
"Libertad de los Pueblos 
Mayas", "Tierra y Libertad". 

"Corazón del 
arcoiris de la 
esperanza" (J8G 
TzotsGhoj) 

Caracol "Torbellino 
de nuestras palabras" 
(MoreUa) 

Abarca parte de ios territorios 
donde se encuentran ios 
munitipiosgutamamentales de 
Ornsinrjo, Artamirano, Chana!, 
Oxchuc, Hubttan, ChSon, Teopisca, 
Amateñanga del Valle 

"17 de Noviembre", "Primero 
de Enero", "Ernesto Che 
Guevara", "Oiga Isabel", 
"Ludo Cabanas", "Miguel 
Hidalgo", "Vicente Guerrero". 

"El camino dei 
futuro" (JBG 
SetraTzBital) 

"Nueva semilla 
que va a 
producir" (JBG 
Zona Norte de 
Chispas) 

Caracol "Resistencia 
hada un nuevo 
amanecer" (La Garrucha) 

Caracol "El caracol 
que habla para todos" 
(Roberto Barrios) 

Abana parte de los territorios 
donde se encuentra el municipio 
gubernamental de Ocosingo 
Abarca parte de los territorios 
en donde se encuentran los 
municipios gubernamentales del 
norte de Chiapas, desde Palenque 
hasta Amatan 

"Frandsco Gómez", "San 
Manuel', "Frandsco Villa", y 
"Ricardo Flores Magón". 

"Vicente Guerrero", "Del 
Trabajo*, *La Montaña", "San 
José en Rebeldía", "La paz", 
"Benito Juárez*, "Francisco 
villa". 

"Corazón 
céntrico de 
los zapatistas 
(telante del 
mundo* 
{JBG Artos de 
Chiapas) 

Caracol "Resistencia 
y rebeldía por la 
humanidad" (CVentJk) 

Abarca parte de los territorios 
donde se encuentran los 
municipios gubernamentales 
de los Altos de Chiapas y se 
extiende hasta Chiapa de Corzo, 
Tuxtia Gutiérrez, Berriazabal 
Ocozocuautla y Ontalapa 

"San Andrés Sakamchén de 
los Pobres", "San Juan de la 
Libertad", "San Pedro Polhó", 
"Santa Catarina", "Magdalena 
de ta Paz", "16 de Febrero", y 
"San Juan Apóstol Cancuc". 

(Martínez, 2006; 219) 

Los Caracoles son la sede de las Juntas de Buen Gobierno (JBG), que tienen 

como objetivo mejorar las relaciones entre la sociedad civil y las comunidades 

indígenas. Para los zapatistas, los caracoles se deben de servir como la puerta 

para entrar, ventanas para mirar y bocinas para escuchar. Sobre todo, porque 

buscan erradicar las conductas que ellos consideraban como insultos: como la 

ayuda que iba como limosna y la imposición de proyectos (Martínez, 2006; 220). 

E s decir, son el espacio en el cual se inician los procesos de encuentro, 

intercambio, y decisión entre la sociedad civil con las comunidades indígenas 

correspondientes a cada zona zapatistas (Martínez, 2006; 223) 

Las cinco J B G involucran un total de 58 personas en tareas directas del gobierno 

regional. Los miembros no forman parte de la estructura militar del E Z L N . Por otro 

lado, El Comité Clandestino Revolucionario Indígena (CCRI) es el único órgano 

que está encargado de vigilar el funcionamiento de las J B G para evitar actos de 
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corrupción, intolerancia, arbitrariedades, injusticia y desviación del principio 

zapatista (Velasco, 2003, 226). Asimismo, las J B G son las instancias que se 

ocupan de la gestión política institucionalizada de las comunidades indígenas en 

un nivel superior al municipal en los territorios zapatistas (Martínez, 2006; 221) 

Por su lado, las Marez mantienen las funciones exclusivas que tenían en materia 

de impartición de justicia, salud, educación, vivienda, tierra, entre otras. Estas 

autonomías de facto le otorgaron a las J B G (Selva Fronteriza, Tzots Choj, Selva 

Tzeltal, Zona Norte de Chiapas y Altos de Chiapas) otras competencias y pone en 

evidencia la delimitación territorial al crear cinco regiones autónomas. El trazo 

territorial va acompañado de competencias de los autogobiernos regionales, y 

demarca jurisdicciones propias de las respectivas juntas (Díaz-Polanco, 2009; 69). 

Así pues, las J B G tienen un papel muy importante en el sistema autonómico 

zapatista, en donde tienen la capacidad de expedir certificados zapatistas de 

reconocimiento y formar un fondo de redistribución con los impuestos y los 

excedentes. Por otro lado, también tienen las atribuciones de contrarrestar el 

desequilibrio en el desarrollo de los municipios, mediar en los conflictos, atender 

las denuncias e inconformidades que genere el ejercicio de la autonomía, vigilar la 

realización de proyectos y tareas comunitarias (Díaz-Polanco, 2009; 69). 

Como han sido planteados, los Caracoles y las J B G son una síntesis de 

innovaciones: un nuevo órgano de autogobierno, nuevas funciones de las 

autoridades propias, cambios en las relaciones socio-políticas al interior de los 

pueblos y con el exterior, reconstrucción de la cultura para afianzar el 

reconocimiento del otro y el espíritu de su tolerancia (Díaz-Polanco, 2009; 71). 

Este nuevo órgano de autogobierno, las J B G y los Caracoles, han obtenido 

resultados en los ámbitos económico, político y social. En el aspecto económico, 

se han visto mejoras en las condiciones básicas de subsistencia de las 

comunidades zapatistas tales como alimentación, infraestructura básica, vivienda, 
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comercialización de productos, y manejo transparente y efectivo de los recursos. 

En términos sociales, se ha visto una influencia positiva en las relaciones 

intercomunitarias, la justicia, la expresión cultural y la situación de las mujeres. Por 

último, en el ámbito político, han influido en la participación de las comunidades en 

los asuntos públicos, en la comunicación institucional, en la organización de sus 

recursos y en la forma de vincular los dos tipos de autoridades que existen en 

territorios zapatistas, el civil y el militar (Martínez, 2006; 221 - 223). 
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6. Análisis 

El derecho de autodeterminación es parte importante del discurso separatista, 

pero como menciona López (2005), ésta no sólo es el derecho de secesión, sino 

también es el ejercicio dentro de un estado si éste y el pueblo pactan de manera 

libre y voluntaria la forma en que el grupo, que se está autodeterminando. El 

ejercicio del autogobierno o autodeterminación que menciona el autor es la 

autonomía, el derecho que los Zapatistas buscaban con su movimiento. Derecho 

que los Zapatistas dejaron claro cuando estuvieron en las negociaciones de los 

Acuerdos de San Andrés y siguen pidiendo, un derecho que los grupos indígenas 

de México han estado clamando desde antes del levantamiento zapatista, 

específicamente desde 1974. 

Aún y cuando muchas de las características de los movimientos separatistas se 

pueden ver en el movimiento zapatista de 1994, hay una diferencia muy 

importante que los distingue de ellos. Los Zapatistas no pedían la secesión del 

Estado para crear una nueva nación con su propio territorio, si no que ellos pedían 

autonomía. El movimiento buscaba pactar con el Estado para seguir siendo parte 

de él bajo un régimen especial. Aunque pueda parecer un movimiento separatista 

no lo es debido a esa pequeña diferencia en las demandas. 

S e puede decir que la lucha por autodeterminación de los zapatistas inicio por un 

sentimiento nacionalista fuerte. Y de acuerdo a Spencer (1998), para que exista 

ese sentimiento nacionalista dentro de un grupo debe haber cuatro condiciones: 

estructural, ideológica, histórica y motivacionales. En el zapatismo se pueden ver 

las cuatro condiciones necesarias: 

1. Estructural - la división política de México se hizo sin tomar en cuenta las 

fronteras étnicas y las diferentes etnias que vivían en el país desde antes 

que colonizaran los españoles. También es importante mencionar que a los 
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grupos se les impuso un gobierno diferente al que ellos tenían por medio de 

sus costumbres y tradiciones. 

2. Ideológica - la ideología es un conjunto de ideas que los seres humanos 

comparten, y éstas se vuelven muy importantes para los grupos. La 

autodeterminación juega un parte importante en ideología, ya que el grupo 

tiene el derecho de gobernarse bajo sus costumbres, reglas y tradiciones. 

Los zapatistas intentaron hacer valer su derecho de autodeterminación 

apoyado por México en varios acuerdos internacionales. 

3. Histórica - de acuerdo al Instituto de Lenguas de Verano de México (2009), 

existen alrededor de 65 diferentes lenguas en el país, extendidas por todo 

el territorio México. Según Spencer (1998), la lengua es un factor 

importante para la creación de lazos nacionalistas, ya que crea un 

sentimiento de pertenencia e identidad cultural. Varias de éstas han 

sobrevivido en México mucho antes de la conquista. Este sentimiento 

nacionalista ha ido creciendo gracias al imperialismo europeo, llegando a 

crear identidades diferentes dentro de un mismo territorio. 

4. Motivacionales - el que se reconozca una lengua como oficial crea un 

sentimiento de pertenencia e importancia, ya que le da validación a la 

cultura. Un factor importante dentro de esta condición es la humillación y el 

resentimiento que viven los grupos étnicos. Los zapatistas, al igual que 

otros grupos indígenas en México, han sufrido discriminación. El gobierno 

mexicano les negó por muchos años sus derechos. En caso de los 

zapatistas, sus derechos a las tierras que trabajan en Chiapas. Lo que los 

llevo a resentir un gobierno que no les aportaba ningún beneficio. 

Por su lado Breary (2011) creó una lista de factores que también influyen en la 

decisión de los grupos en buscar una mejor vida, y de los ocho factores siete se 

pueden vislumbrar en el movimiento zapatistas. Sin embargo, los dos más 

importante son: 

1. Ideología política - los grupos indígenas tienen costumbres y tradiciones 

para gobernarse, y mantenerla vigente. Los zapatistas buscaban mantener 

64 



su forma de gobierno vigente, y fue parte de las negociaciones. Querían 

autonomía para poder seguir con su forma de gobierno para darle una 

oportunidad de sobrevivencia a la cultura indígena. 

2. Desigualdad social y minorías étnicas - los grupos minoritarios raramente 

reciben en apoyo y recursos necesarios para sobrevivir en un mundo 

globalizado. Los zapatistas buscan que el gobierno los acepte como un 

grupo diferente y respeten sus derechos, y se vuelven sujetos de política en 

lugar de ser objetos. Querían que la discriminación hacia las comunidades 

indígenas desapareciera y tuvieran las mismas oportunidades que los 

demás mexicanos. 

Después de que dejaron atrás su discurso revolucionario, los zapatistas optaron 

por cambiar su discurso por uno político. Ellos buscaban que el gobierno los 

reconociera como un grupo autónomo con los derechos inherentes por ser 

mexicanos. Boswell (1990), dice que las causas de los movimientos de libre 

determinación se basan principalmente en razones domésticas, fundadas en la 

inequitativa distribución del dinero, represión del Estado y economía nacional 

fallida. Cual idades que se encuentran en México. Lorenzo Meyer (1995) dice que 

México se ha caracterizado por un presidencialismo fuerte desde la segunda mitad 

del siglo X X . La presidencia logró imponerse sobre las autoridades regionales, el 

Congreso y la Suprema Corte de Justicia. En la práctica, el poder presidencial 

dominaba abiertamente a casi todas las instituciones que conformaban el gobierno 

y el Estado, y hasta la mayoría de las organizaciones sindicales y empresariales, 

medios de comunicación e instituciones educativas. El presidencialismo mexicano 

creó una red de élite de políticos que manejaban el país y los recursos del mismo 

se quedaban en manos de pocos creando una desigualdad social e inestabilidad 

social . 

Los Zapatistas, en su primera Declaración de la Selva Lacandona de 1994, hacían 

un llamado al pueblo mexicano para que se unieran a ellos y sus demandas de: 

trabajo, tierra, techo, alimentación, salud, independencia, libertad, democracia, 
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justicia y paz. Buscaban un cambio en el proyecto nacional y querían una 

consolidación de la democracia que llevaba mucho tiempo en un régimen 

autoritario que dependía de otros países en el área económica. 

Por su lado, Boswell (1990), afirma que la dependencia económica también juega 

un papel importante en los movimientos que buscan la autodeterminación, ya que 

la dependencia económica ayuda al crecimiento desigual y a la mala distribución 

del dinero y de los recursos, sobre todo porque la tierra se vuelve una causa 

importante para el descontento social, debido a que la distribución de ésta no ha 

sido equitativa. Los Zapatistas empezaron su movimiento debido a la mala 

distribución de la tierra, y también estaban en contra del NAFTA, ya que el 

acuerdo iba a perjudicar su economía débil, sumergiendo más a los indígenas en 

un ciclo de pobreza. 

Debido a la mala situación de los grupos indígenas, el E Z L N tenía como principal 

objetivo volverse autónomos al Estado Mexicano. López (2005) define la 

autonomía como un régimen especial que configura un gobierno propio para 

ciertas comunidades integrantes, las cuales escogen así autoridades que son 

parte de la colectividad, ejercen competencias legalmente atribuidas y tienen 

facultades mínimas para legislar acerca de su vida y administración interna. S e 

puede ver que las demandas hechas por los Zapatistas tienen un vínculo más 

fuerte con la búsqueda de autonomía que con la secesión, es más, en la retórica 

zapatista nunca se menciona la secesión del estado mexicano, especialmente 

porque los Zapatistas pidieron expresamente ser autónomos al Estado mexicano, 

una lucha que había comenzado mucho antes del levantamiento, viviendo bajo las 

leyes constitucionales, pero adoptando sus tradiciones y costumbres, ya que 

buscaban ser reconocidos por él y la Constitución. Ellos esperaban que se les 

reconocieran sus derechos colectivos e individuales, como una comunidad 

indígena y como ciudadanos mexicanos. 
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Esto es visto expresamente en los Acuerdos de San Andrés, en donde los 

acuerdos tenían como motivo central terminar con la desigualdad, la 

discriminación, la explotación y la exclusión política dirigida hacia los pueblos 

indios, por medio de las modificaciones constitucionales en materia de derechos 

de los indígenas, y en donde el gobierno se comprometía a reconocer la 

autonomía, libre determinación y autogestión de los pueblos indígenas. 

Por otro lado y de acuerdo a Díaz-Polanco (2009), la autonomía contiene ciertas 

líneas que crearían vínculos deseados entre etnias y Estado, como la distribución 

para cambiar aspectos básicos de la política, economía y la cultura en una escala 

nacional. La autonomía es una pieza importante de la construcción de la 

democracia en países socioculturalmente heterogéneos. Los Zapatistas dejaron 

claro en su tercera Declaración de la Selva Lacandona de 1995, que su objetivo 

de ayudar a la democracia mexicana a consolidarse por medio de la transición de 

una democracia autoritaria a un país más democrático y libre. Los Zapatistas 

querían construir un México más justo y democrático para todos los ciudadanos, 

por medio de la reforma de la Constitución vigente, y por lo mismo dirigieron su 

discurso a todo los ciudadano y la sociedad civil activa. Esto se ve durante las 

negociaciones de los Acuerdos de San Andrés, en donde por medio de los 

Congresos pedían el apoyo de la sociedad civil, y en donde muchas 

organizaciones respondieron al llamado zapatista. 

Estas demandas se pueden ver en la Cuarta Declaración de la Selva Lacandona, 

y se resume en: Llamar a todas las fuerzas políticas y sociales a que formen un 

Movimiento de Liberación Nacional dentro del marco de la Convención Nacional 

Democrática, oponiéndose al partido oficial. Una vez más exige un gobierno de 

transición democrática y la elaboración de una nueva Constitución. Sus demandas 

al gobierno incluyen: 1) Separar para siempre al gobierno del PRI y terminar con el 

partido de Estado, 2) Una reforma electoral que asegure la transparencia, 

credibilidad, participación de toda la ciudadanía y que reconozca a todas las 

fuerzas políticas. Dicha reforma incluiría nuevas elecciones federales para 
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reemplazar al gobierno ilegítimo de Zedillo, 3) Un nuevo poder legislativo que cree 

una nueva Constitución, 4) El reconocimiento de las particularidades y el derecho 

a la ciudadanía y autonomía de las comunidades indígenas, y 5) Una reorientación 

del modelo económico de tal manera que atienda a la grave desigualdad social 

(Rodríguez, 2009; 281 - 284). Todo esto necesario para seguir un proceso que 

llevaba mucho tiempo estancado. 

Debido a que la autonomía se trata de un régimen político-jurídico acordado entre 

las partes, y no meramente concedido, es fundado en la ley que implica la 

creación de verdaderas colectividades políticas dentro de una sociedad nacional 

(Díaz-Polanco, 2009; 29). Era muy importante que el gobierno reformara la 

Constitución, algo que no paso hasta el 2001 cuando el Presidente Vicente Fox y 

el Senado aprobaron las reformas en materia de derechos indígenas. Los 

Zapatistas buscaban una autonomía en donde se les reconociera su realidad y de 

los derechos inherentes a ella, para crear una realidad nueva por medio de la 

democratización de México. Los zapatistas estaban enfocados en crear esa nueva 

realidad para todos, que pidieron la ayuda de la sociedad civil mexicana para 

empezar a construir un México nuevo para todos. 

El movimiento del E Z L N no consideraba que México tuviera un régimen 

democrático. Sin embargo, de acuerdo a Bobbio, la democracia es el conjunto de 

reglas procesales para la toma de decisiones colectivas, en el que está prevista y 

propiciada la más amplia participación ciudadana (Mateos Díaz, 2008; 65). Si 

tomamos esta definición como el punto de partida, México ha tenido una 

democracia limitada por muchos años, una democracia que necesitaba 

revitalizarse y evolucionar. Alcántara (1999), dice que el sistema político mexicano 

es un entramado de estructuras poco institucionalizadas que está compuesto por 

un complejo de estrategias y tácticas establecidas que son apropiadas para una 

interacción política, burocrática y privada del principio al fin del sistema. Es 

esencialmente una alianza entre élites para la distribución más que para la 

redistribución de la riqueza. Las instituciones políticas mexicanas están reguladas 
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por la Constitución de 1917. S e puede decir que México vivió por muchos años 

bajo un régimen democrático autoritario, en donde un solo partido disfrutaba del 

poder. 

Por lo mismo, el movimiento buscaba una transición hacia una democracia más 

justa e igualitaria para todos mexicanos. Por lo mismo, creo que el movimiento 

Zapatista ayudó a revitalizar el proceso de consolidación democrática del país. La 

definición de la consolidación democrática según Rovira (1999), dice que ésta es 

un proceso que está concebido como las acciones y resultados en ciertos ámbitos 

sociopolíticos a través del tiempo. Para que este proceso empiece es necesario 

que el país tenga una democracia política establecida y que sus instituciones 

fundamentales están funcionando. En México había una democracia limitada, pero 

existía y las instituciones también cumplían con sus funciones de cierta manera. 

No se puede hablar de una transición hacia la democracia porque eso implicaría 

un cambio total de régimen político. José Woldenberg (2003), parte de la idea de 

que la democracia es ya una realidad política en México, por lo que el proceso de 

transición hacia la democracia ha terminado, y tenemos una democracia con un 

partido hegemónico, y un sistema de partidos que se ha insertado en las 

decisiones del gobierno. 

Después de la transición hacia la democracia empieza el proceso de consolidación 

que Mateos Díaz (2008), afirma que es considerada como el proceso en donde las 

transformaciones y soluciones adoptadas se regulan, se reconocen y se aceptan 

por aquellos que forman parte del gobierno democrático. En el caso del 

movimiento del E Z L N y los acuerdos de San Andrés y la subsecuente reforma de 

la Constitución Política de México fue un largo proceso de transformaciones tanto 

del gobierno como de la sociedad civil del país, terminando con la reforma en 

materia de indígenas de la constitución. En donde la institución política por 

excelencia, la Constitución, fueron transformadas y creadas para asentar los 

cambios que nacieron del movimiento. 
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S e puede decir que las instituciones ponen las reglas del juego, que limitan al 

hombre y dan las pautas para la interacción humana, dando una estructura que 

seguir. Definiendo el comportamiento de un actor en una situación determinada. 

Dan un orden y estabilidad en un mundo dinámico que podría llegar a parecer 

anárquico sin este tipo de regulaciones (March y Olsen, 1997; 110). Los cambios 

institucionales se pueden ver como las bases para la consolidación democrática, 

ya que son ellas las que regulan el juego político en cualquier país. 

De ahí que, de acuerdo a Castellanos y López (1997), las autonomías indígenas 

pueden ser parte esencial de un proceso de consolidación democrática de la 

sociedad mexicana que tendría que definirse en torno a la integración económica, 

social y cultural de la nación, de su reconstitución y recomposición internas. Sólo 

la búsqueda del establecimiento de una democracia integral basada en el 

consenso y la hegemonía de los sectores nacionales mayoritarios puede 

garantizar una perspectiva realista de la lucha nacional y son justamente las 

autonomías las que pueden constituir una de las más efectivas formas de 

inserción democrática de los indios en esa nueva nación, y la forma más viable 

para que el Estado nacional asuma su condición multiétnica. La autonomía sería el 

aporte más importante del movimiento al proceso de consolidación. 

Varios autores exponen que para que este proceso sea posible son necesarias 

que se cumplan ciertas condiciones para poder lograr una vinculación de las 

siguientes dimensiones (Schedler, 2001): 

4) Comportamiento - S e refiere al gobierno y su forma de manejar las crisis. 

En el inicio del movimiento, el gobierno de Salinas y de Zedillo hicieron 

falsas promesas e intentaron terminar con el movimiento por medio de la 

violencia, específicamente la guerra de baja intensidad en contra de los 

territorios zapatistas: La matanza de Acteal. Después de la firma del los 

Acuerdos de San Andrés, el gobierno de Zedillo no cumplió y le dio largas 

por medio de diferentes tácticas como el intento de reformas de algunas 

constituciones estatales. Cuando entro Fox a la presidencia fue cuando se 
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paso el documento con las reformas constitucionales al Senado de la 

República y se formalizó el dictamen de las reformas. Sin embargo, el 

presidente Fox sólo paso la propuesta de la C O C O P A y dejo que los 

senadores y diputados la cambiaran violando así el acuerdo original con los 

zapatistas. 

5) Actitudes - perspectivas de los participantes: estrategias, normas y 

perspectivas. Los actores son un elemento base para el funcionamiento del 

sistema democrático, ya que son los primeros en jugar el juego 

democrático. Los actores principales son el E Z L N y el gobierno. Por un 

lado, los Zapatistas buscaron hacer cumplir lo prometido con los acuerdos 

utilizando los medios de comunicación y la sociedad internacional. Sobre 

todo, después de que México había ratificado varios acuerdos 

internacionales que protegían los derechos indígenas. El gobierno por su 

lado mandó una reforma unilateral que iba en contra de lo que habían 

acordado. 

6) Marco constitucional o estructural - estructuras actuales: marco jurídico, 

instituciones, marco social y económico. La Constitución juega un papel 

muy importante en el juego entre el E Z L N y el gobierno, ya que era el 

enfoque principal de ambos lados. Uno quería reformarla y el otro la quería 

dejar igual. A l final, se dio una reforma de la constitución en varios artículos 

para asentar los derechos colectivos de los pueblos indígenas. 

Mateos Díaz (2008), dice que en todo proceso se encuentran dificultades, y la 

consolidación democrática no es la excepción. Hay varios factores que se pueden 

ver como amenazas al proceso de democratización de un país. La pobreza, 

discriminación, crisis económica, crimen, un poder judicial endeble, terrorismo y 

violencia política son unos de los tantos factores que logran poner un alto al 

proceso democrático. Los Zapatistas buscaban combatir esos factores que 

amenazaban el proceso de consolidación democrática del país, tratando de 

erradicarlos. Especialmente porque los grupos indígenas eran lo más afectados 

debido a la mala distribución de las riquezas. 
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El movimiento del E Z L N buscó en su momento ayudar a consolidar la democracia 

en México, después de muchos años de un régimen democrático autoritario. Esta 

demanda por una democracia más funcional se empezó a ver en 1997 cuando el 

PRI perdió la mayoría en el la Cámara de Diputados de la LVII Legislatura del 

Congreso de la Unión. Cuatro años después se dio la alternancia en el poder 

cuando el P A N logró obtener la presidencia de la República cuando Vicente Fox 

Quesada entró al Ejecutivo y se dieron los cambios constitucionales para reforzar 

el proceso. 

Sin embargo, las reformas que se hicieron no eran las que los zapatistas 

esperaban, ya que los limitaba en muchos ámbitos. Por lo mismo, los zapatistas 

construyeron sus autonomías de facto como una forma de protesta en contra de 

las reformas que ellos no han aceptado. Las comunidades autónomas han tenido 

éxito dentro de las limitaciones impuestas por el gobierno. A pesar de todo, han 

logrado crear una estructura funcional que por su forma de operar han tenido éxito 

en la construcción de la autonomía que buscaban. 

Como han sido planteados, los Caracoles y las J B G son una síntesis de 

innovaciones: un nuevo órgano de autogobierno, nuevas funciones de las 

autoridades propias, cambios en las relaciones socio-políticas al interior de los 

pueblos y con el exterior, reconstrucción de la cultura para afianzar el 

reconocimiento del otro y el espíritu de su tolerancia (Díaz-Polanco, 2009; 71). 

S in embargo, una consecuencia que se dio por las ratificaciones de los acuerdos 

internacionales sobre los derechos de los grupos indígenas es ahora que los 

pueblos indígenas se volvían sujetos de derecho internacional, lo que significa que 

podían hacer referencia a los acuerdos. Los órganos internacionales se vuelven el 

vínculo entre los grupos y el Estado, por la necesidad de hacer efectivo el cuerpo 

normativo proveniente del derecho internacional y que se ha permeado en la 

legislación nacional después de la ratificación (Rodríguez, 2005). 
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7. Conclusión 
La lucha por la autonomía y reconocimiento de los pueblos indígenas se volvió 

una parte importante de la historia mexicana por los diferentes resultados que se 

vieron alrededor de ellos. Inicialmente se puede ver una sociedad civil que dejó de 

ser pasiva para buscar las reformas en un régimen democrático que era injusto 

para una minoría étnica. Fue la búsqueda por la creación de un espacio simbólico 

para los grupos indígenas de México, en donde ellos formaran parte del sistema 

pero respetando su forma de vida que no era compatible con la cultura de 

modernización que vive el país. 

El proceso de consolidación democrática es un proceso que lleva mucho tiempo, 

dinero, y personas. Cada acción, cada resultado y cada acuerdo son un paso más 

para que se pueda consolidar la democracia en un país que ha sufrido de una 

democracia autoritaria desde sus inicios, y a través de la historia se han visto 

movimientos que buscan asentar la democracia que México necesita para poder 

llegar al final de la carrera. El movimiento del E Z L N impulsó una serie de reformas 

constitucionales, que aunque no fueron lo que los Zapatistas buscaban, se 

convirtieron en un precedente para los demás grupos que buscan una mejor forma 

de vida. 

Las negociaciones de paz entre los dos grupos, la declaración unilateral del 

Ejecutivo de Zedillo y las reformas constitucionales de Vicente Fox son acciones 

que ayudaron al proceso de consolidación, especialmente ya que en el contexto 

histórico-político del momento clamaba por un cambio político debido al fraude 

electoral con Salinas de Gortari y las décadas de corrupción autoritaria. 

S e puede ver que los Acuerdos de San Andrés, las subsecuentes reformas 

constitucionales y las subsecuentes autonomías de facto son un catalizador 

importante para el resto de la sociedad civil mexicana y la lucha que debe iniciar 

para terminar con el proceso de consolidación democrática que ha estado vigente 

en México por muchos años. Sin embargo, las reformas constitucionales redujeron 
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la autonomía al ámbito comunal, y negó a las comunidades el carácter de 

entidades de derecho público. También remitió a las constituciones y leyes locales 

el reconocimiento de los pueblos y comunidades indígenas, así como la facultad 

de establecer las características de libre determinación y autonomía, en lugar de 

hacerlo en la Constitución. Por otro lado, restringió la aplicación de los sistemas 

normativos internos y las prácticas jurídicas de los pueblos. Eliminó el acceso 

colectivo al uso y disfrute de los recursos naturales en los territorios, y estableció 

otros candados. No eran lo que los zapatistas esperaban o lo que habían 

acordado durante las negociaciones y firma del tratado, lo que se logra es que el 

movimiento siga vigente en el marco político mexicano. 

Pero el cambio que se dio fue el primero paso para seguir con la lucha, no sólo de 

los zapatistas, sino también de la población mexicana que quiere ver un cambio en 

la democracia mexicana. La consolidación democrática es algo que necesita de 

actores activos para poder seguir su marcha, y si nadie sigue luchando por ella se 

va a estancar, y así sucesivamente hasta llegar a la consolidación o el regreso a 

un régimen autoritario. 

La vida política de mexicana es muy complicada, y es difícil poder saber que le 

espera al país en el futuro. Por lo que, el futuro de los zapatistas es incierto, pero 

por el momento el gobierno federal lo ha dejado llevar a cabo su régimen de 

autonomía en varios municipios zapatistas en el sur de México. Lo que es seguro 

es que, los Zapatistas escogieron una coyuntura política importante para darle 

marcha a una revolución que más que militar, se convirtió en una revolución 

política, que seguimos viviendo y que seguirá hasta que se dé la democracia en 

México o bien, se consolide y realmente se pueda decir que México tiene un 

régimen democrático justo. 

74 



8. Referencias 

Alcántara, M. (1999). Sistemas políticos de América Latina: México, América 

Central y el Caribe. Vol. II. Editorial Tecnos, S.A. de C.V. pgs. 1 3 - 8 4 

Boswell , T. and Dixon, W. (1990). Dependency and rebellion: A cross-national 

analysis. American Sociológica! Review, vol. 55 no. 4. pgs 540 - 559 

Breary, B. (2011). Separatist movements: A global reference. C Q Press. 

Washington, D C . 

Castel lanos, A. y López, G . (1997). Autonomías y movimiento indígena en México: 

Debates y desafíos. Alteridades vol. 7, pgs 145 - 159. Consultado el 27 de 

marzo del 2012, http://www.uam-antropoloqia.info/alteridades/alt14-9-

castellanos.pdf 

Castel ls, M. (1999). The power of identity. Blackwell Publishers LTD. Great Britain. 

Pgs . 69 - 83 

C E D O Z . (2010). Centro de Documentación sobre el Zapatismo. Consultado el 14 

de marzo del 2012 de Documentación Histórica, 

http://www. cedoz. oro/site/content. php ?doc=405 

Collier, G . (2000). Zapatismo resurgent: Land and autonomy in Chiapas. NACLA 

Report on the Americas; Mar/Apr; 33, 5; PRISMA (Publicaciones y Revistas 

Sociales y Humanísticas) pgs. 20 - 25. Consultado el 22 de marzo del 

2011, http://0-

gatewav.proquest.com.millenium.itesm.mx/openurl?url ver=Z39.88-

2004&res dat=xri:prisma&rft val fmt=info:ofi/fmt:kev:mtx:article&rft dat=xri: 

prisma:fullrec:52551467 

75 



CDI. (2010). Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 

Indígenas. Consultado el 3 de mayo del 2010, de la Comisión Nacional para 

el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, 

http://www.cdi.qob.mx/index.php?option=com content&view=article&id=300 

De la Fuente, R. (2008). La autonomía indígena en Chiapas: Un nuevo imaginario 

socio-espacial. Los Libros de la Catarata; Madrid, España. Pgs. 122 - 1 3 4 . 

De la Rosa , I. (2006). ¿Qué es el Zapatismo? La construcción de un imaginario 

rebelde (1994-2001)*. E l Cotidiano 21:137, Universidad Autónoma 

Metropolitana. Pgs. 7 - 1 7 , sacado el 20 de marzo del 2011, http://0-

gatewav.proquest.com.millenium.itesm.mx/openurl?url ver=Z39.88-

2004&res dat=xri:prisma&rft val fmt=info:ofi/fmt:kev:mtx:article&rft dat=xri: 

prisma:fullrec:1680539371 

Díaz-Polanco, H. (2009). La diversidad cultural y la autonomía en México. Nostra 

Ediciones S.A. de C.V., México D.F. 

Díaz-Polanco, H. (2007). La rebelión zapatista y la autonomía. Siglo Veintiuno 

Editores, México, D.F. 

Dvoráková, V . (2008). Civil Society in Latin America and Eastern Europe: 

Reinvention or Imposition? International Political Science Review 29: pgs. 

579 - 594. Consultado el 17 de marzo del 2011, 

http.7/ips.saqepub.com/content/29/5/579 

González Casanova, P. (1975). La democracia en México. Ediciones E R A S.A. de 

C.V. México, D.F. 

76 



González, Pérez, M. (2006). Guerrilleras in Latín America: Domestic and 

International Roles. Journal of Peace Research 43, pgs. 313 - 329. 

Consultado el 18 de marzo del 2011, 

http://jpr.sagepub.eom/content/43/3/313 

González, M & Thelman, P. (2001). Minorías étnicas y movimientos separatistas 

en el mundo. Editorial Quimera, Estado de México. Pgs. 5 - 27. 

Harvey, N. (2005). Apuestas y riesgos en la Sexta Declaración de la Selva 

Lacandona. La Jornada. Consultado el 22 de marzo del 2011, 

http://>rtyww.iornada.unam.mx/2005/07/10/pol¡tica.php 

Harvey, N. (2001). La rebelión zapatista y el proceso de paz frustrado, 1994 -

2000. Del libro, Chiapas coordinado por Olivia Gal l . Universidad Autónoma 

de México. Pgs . 155 - 1 7 8 . 

Harvey, N. (2005). The Chiapas rebellion: The struggle for land and democracy. 

Duke University Press, Durham and London. 

Hernández, L. y Vera , R. (1998). Los acuerdos de San Andrés. Ediciones Era. 

ILV. (2009). Lenguas y culturas de México. Consultado el 19 de marzo del 2012, 

del Instituto Lingüístico de Verano de México, http://www.sil.orq/mexico/00e-

index.htm 

Lippens, R. (2003). The Imaginary of Zapatista Punishment and Justice: 

Speculations on the 'First Postmodern Revolution'. Punishment & Society 5. 

Pgs . 179 - 195. Consultado el 20 de marzo del 2011, 

http://pun.sagepub.eom/content/5/2/179 

77 



López Barcena, F. (2005). Autonomía y derechos indígenas en México. Ediciones 

Coyoacán S .A de C.V, México, D.F. 

López y Rivas, G . (2005). México: Las autonomías de los pueblos indios en el 

ámbito nacional. Autonomías indígenas en América Latina, nuevas formas 

de convivencia política. Editorial Plaza y Valdés, S.A. de C.V, México. Pgs . 

4 7 - 1 1 2 . 

López Rosas, M. (2002). Consolidación democrática y diseños institucionales: 

Asignaturas pendientes. República Política y Sociedad, año 1, núm. 1. 

Consultado el 23 de abril del 2012, 

http://148.202.18.157/sitios/publicacionesite/pperiod/republicana/pdf/ActaRe 

pQ1/articulos39.pdf 

March, J . y Olsen, J . (1997). El redescubrimiento de las instituciones. México: 

Fondo de Cultura Económica, pgs. 41 - 66 ,110 - 129,166 - 229. 

Martínez, M. (2006). Las Juntas de Buen Gobierno y los Caracoles del movimiento 

Zapatista: Fundamentos analíticos para entender el fenómeno. Revista de 

Investigación Políticas y Sociológicas año/vol. 5, núm. 00, pgs. 215 - 233. 

Universidad de Santiago de Compostela. Consultado el 27 de abril del 

2012, http://redalvc.uaemex.mx/src/inicio/ArtPclfRed.isp?iCve=38050115 

Mateos Díaz, A . (2008). The meanings of democracy and institutional trust. 

Politians and politics ¡n Latín America. Lynne Rienner Publishers, Inc. Pgs. 

6 5 - 8 5 

Meyer, L. (1995). Liberalismo autoritario: Las contradicciones del sistema político 

mexicano. Editorial de México, S.A. de C.V . México, D.F. pgs. 1 5 - 7 1 

78 



Mclean, E. y McMillan, A . (2009) Zapatismo. The Concise Oxford Dictionary of 

Politics. Oxford University Press 2009. Oxford Reference Online. Oxford 

University Press. ITESM. Consultado el 20 de marzo del 2011 http://0-

\ftww.oxfordreference.com.millenium.itesm.mx/views/ENTRY.html?subview= 

Main&entrv=t86.e1490 

North, D. (2006). Instituciones, cambio institucional y desempeño económico. 

México: Fondo de Cultura Económica, pp. 13 - 95 

REDD+México. (2010). Comisión Nacional del Desarrollo de los Pueblos 

Indígenas (CDI). Consultado el 3 de mayo del 2011, de REDD+México, 

http://www.reddmexico.Org/ver-todas/158-comision-nacional-para-el-

desarrollo-de-los-pueblos-indigenas-cdi 

Rodríguez, I. (2012). Contribución de los individuos y movimientos sociales en la 

edificación del estado de derecho internacional. Estado de Derecho 

Internacional, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad 

Autónoma de México. Consultado el 30 de abril del 2012, 

http://biblio.iuridicas.unam.mx/libros/7/3070/10.pdf 

Rodríguez, I. (2009). Crónica del movimiento del Ejercito Zapatista de Liberación 

Nacional (EZLN) y su impacto en la transformación del derecho en México. 

Revista JuriPolis, Vo l . 2, núm. 10, pgs. 267 - 300. Consultado el 22 de 

marzo del 2011, http://www.ccm.itesm.mx/dhcs07/archivos/iuripolis10.pdf 

Sámano, M & Durand, C & Gómez, G . (2000). Los acuerdos de San Andrés 

Larraínzar en el contexto de la Declaración de los Derechos de los Pueblos 

Americanos. Pgs. 103 - 120. Consultado el 3 de mayo del 2011, de la 

página de la Biblioteca Jurídica Virtual, 

http://biblio.juridicas.unam.rnx/libros/1 /1 Z12.pdf 

79 



Schedler, A . (2001). Measuring democratic consolidation. Studies in Comparative 

International Development, 36; 1. Proquest Social Science Journal 

Spencer, M. (1998). Separatism: Democracy and disintegration. Rowman & 

Littlefield Publishers, Inc. Maryland. Pgs . 1 - 41 

Shaeffer, R. (1998). Separatism: Rationaity and irony. Separatism: Democracy and 

disintegration. Rowman & Littlefield Publishers Inc. Maryland. Pgs . 43 - 68 

Rovira, J . (1999). Consolidación de la democracia. Consultado el 12 de febrero de 

la página del Instituto Interamericano de los Derechos Humanos, 

http://www.iidh.ed.cr/comunidades/redelectoral/docs/red diccionario/consoli 

dacion%20de%20la%20democracia.htm 

Turner, F. & Martz, J . (1997). Institutional confidence and democratic consolidation 

in Latin America. Studies in Comparative International Development, 32; 3. 

Proquest Social Science Journal. 

Vaden, H. (2003). Globalization in a Time of Neoliberalism: Politicized Social 

Movements and the Latin American Response. Journal of Developing 

Societies 2003 19: pgs. 308 - 333. Consultado el 14 de marzo del 2011, 

http://ids.saaepub.com/content/19/2-3/308 

Velasco, S . (2003). La autonomía indígena en México: Una revisión del debate de 

las propuestas para su aplicación práctica. Revista Mexicana de Ciencias 

Políticas y Sociales, vol. XLVI, Universidad Autónoma de México. Pgs . 71 -

103 y 1 4 5 - 1 7 3 . 

Weingast, B. (1997). The Political Fundations of Democracy and the Rule of Law. 

American Political Science Review, 91, (29), pgs. 245-263 

80 



Woldenberg, J . (2003). Para la consolidación democrática. Grupo Reforma, 

Enfoque, pgs. 18 - 21. 

81 




